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El Informe Especial Violencia e impunidad contra las mujeres activistas y defensoras de De-
rechos Humanos en Oaxaca tiene como propósito llamar la atención sobre el estado de 
riesgo en el que trabajan quienes defienden los derechos humanos en la entidad, en 
particular las mujeres activistas y las defensoras.

Voces civiles y redes nacionales en la materia han expresado su preocupación por 
los muchos casos reportados de agresiones, allanamientos, persecuciones, amenazas 
de muerte, difamaciones, entre otros, que son cometidos contra defensores y defenso-
ras y activistas a favor de los derechos humanos.

La situación de alto riesgo y violencia en que actualmente estamos desarrollando 
nuestra labor las mujeres activistas y defensoras de derechos humanos en el estado de 
Oaxaca,  ha generado ya una alerta debido a que no se está garantizando el derecho a 
defender derechos humanos,  como un indicador sustantivo de gobernabilidad, demo-
cracia y estado de Derecho.

Ante la preocupación y alarma del incremento de ataques, Consorcio para el Diá-
logo Parlamentario y la Equidad Oaxaca A.C., se dio a la tarea de generar un registro 
de casos para ir documentando esta grave situación. Por otro lado, los días 22 y 23 de 
noviembre de este año convocó al primer Encuentro Estatal de Mujeres Defensoras y 
Activistas del Estado de Oaxaca,  en donde pudo constatarse que la escalada de violen-
cia es mucho más alarmante de la que se tenía registrada.

Este informe pretende dejar testimonio de la falta del cumplimiento por parte del 
Gobierno del Estado de sus obligaciones internacionales, toda vez que ha dejado de 
lado las tareas de promover y garantizar el derecho a defender los derechos humanos 
y a erradicar la violencia contra las mujeres activistas y defensoras de DH.

Cabe destacar que la Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos 
y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales 
universalmente reconocidos es muy clara y puntualiza cuales son los derechos que tienen 

PRESENTACIÓN
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los defensores, las defensoras y las medidas de protección, mismas que a lo largo de 
estos dos años son letra muerta en Oaxaca.

Queremos dejar sentado que las  obligaciones incumplidas del Estado frente a la 
violencia, impunidad y permisibilidad que nos han dejado en total estado de indefen-
sión son:

 Proteger, promover y hacer efectivos todos los derechos humanos;
 Garantizar que toda persona sometida a su jurisdicción pueda disfrutar en la prác-

tica de todos los derechos y libertades sociales, económicas, políticas y de otra ín-
dole; 
 Adoptar las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean necesa-

rias para asegurar la aplicación efectiva de los derechos y las libertades; 
 Proporcionar recursos eficaces a las personas que denuncien haber sido víctimas 

de una violación de los derechos humanos;
 Realizar una investigación rápida e imparcial sobre las presuntas violaciones de 

derechos humanos; 
 Adoptar todas las medidas necesarias para garantizar la protección de toda per-

sona frente a toda violencia, amenaza, represalia, discriminación negativa, presión 
o cualquier otra acción arbitraria resultante del ejercicio legítimo de los derechos 
mencionados en la Declaración; 
 Promover la comprensión pública de los derechos civiles, políticos, económicos, 

sociales y culturales; 
 Garantizar y apoyar la creación y el desarrollo de instituciones nacionales inde-

pendientes encargadas de promover y proteger los derechos humanos; por ejem-
plo, mediadores o comisiones de derechos humanos;
 Promover y facilitar la enseñanza de los derechos humanos en todos los niveles de 

la educación y la formación profesional oficial. 

Este Informe Especial ha sido entregado a diversas instancias nacionales e interna-
cionales de protección a defensoras y defensores de derechos humanos para su cono-
cimiento e intervención. El Gobierno de Oaxaca deberá responder.

10 de diciembre del 2012.
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Durante el 2012 se han documentado 48 agresiones contra 30 defensoras de 
derechos humanos en Oaxaca.

Antecedentes

La violencia que sufren las defensoras, como otra expresión de violencia hacia las muje-
res, se caracteriza por culpar y avergonzar a las víctimas, normalizar o justificar los actos 
de los agresores, desconocer la palabra de las mujeres al momento de denunciar, aislarlas  
de su núcleo familiar o comunidad, promover la reproducción y legitimación de roles y 
estereotipos de género, cuestionarlas y atacarlas cuando participan en asuntos públicos. 

Ante la discriminación imperante, a las defensoras las hace más vulnerables ser in-
dígenas, jóvenes, lesbianas o transexuales, también a falta de autonomía económica o 
afectiva y las innumerables dificultades para conciliar la vida familiar con su activismo 
por los derechos humanos. 

Quienes hacen denuncia pública de las violaciones a derechos humanos y tienen 
un impacto local sufren mayores riesgos.  Muchas de las defensoras  sufren violencia 
al interior de sus propias organizaciones y movimientos, viven la invisibilidad de sus 
aportes, la difamación, las restricciones a la participación, el acoso sexual, entre otras 
expresiones.

Las agresiones hacia las mujeres suelen tener como justificación el haberse “salido” 
de su rol tradicional, como una transgresión mayor al de su propio activismo político. 
A un defensor difícilmente se le amenazara diciéndole “esto te pasa por andar fuera de 
tu casa”, “en lugar de estar de mitotera vete a cuidar a tus hijas e hijos, etc.”.  La polí-
tica represiva tiene un marco “moral” que justifica su acción para preservar un orden 
que perpetúa la desigualdad de género.

ATAQUES A DEFENSORAS DE DERECHOS 
HUMANOS EN OAXACA1 
BALANCE A NOVIEMBRE 2012

1 Documento elaborado por Sandra Torres Pastrana, revisión y comentarios de Yesica Sánchez Maya y Ana María 
Hernández Cárdenas. Consorcio para el Diálogo Parlamentario y la Equidad Oaxaca, organización impulsora de 
la Iniciativa Mesoamérica de Defensoras de Derechos Humanos y de la Red Nacional de Defensoras en México.
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En el Diagnóstico Nacional2 se señala que el 76% de las defensoras participantes 
reconocen especificidades de género en el tipo de violencia que viven por realizar su 
trabajo y de éstas 40% señala la violencia sexual como la principal forma de violencia 
específica; 12% identifica, como principal violencia las amenazas contra la familia, hi-
jos e hijas. Si bien esta modalidad  puede darse también contra los defensores, en el 
caso de las defensoras genera una mayor inhibición de su trabajo.

La violencia y riesgo de las mujeres defensoras en Oaxaca

La impunidad y el silencio es la principal característica que tienen los ataques a de-
fensoras de derechos humanos. A noviembre del 2012 la Red Nacional de Defensoras 
de Derechos Humanos en México ha contabilizado un total de 30 mujeres defensoras 
agredida3 en Oaxaca, y una mujer periodista. Cabe destacar que una defensora puede 
ser agredida de distintas formas, es por ello que el número de agresiones supera el 
número de defensoras con total de 48 tipos de agresión.

2 Defensoras de derechos humanos en México. Diagnóstico 2010-2011: sobre las condiciones y riesgos que enfren-
tan en el ejercicio de su trabajo, elaborado por integrantes de la Red Nacional de Defensoras México.
3 Este registro es en base a seguimiento hemerográfico, acciones urgentes y algunos testimonios.
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Los ataques a las defensoras de derechos humanos cuentan con un elevado grado 
de impunidad que genera un estado de permisibilidad por parte de las autoridades que 
deberían procurar justicia, lo anterior lo sustentamos, pues en ningún caso en Oaxaca 
se tiene registro de la detención de agresores o avances en las investigaciones.
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La condición de  género afecta el tipo, características y respuestas a la violencia en 
contra de las personas que defienden los derechos humanos. La estructura social de 
discriminación, explotación y violencia contra las mujeres, determina las formas en las 
que se expresan los ataques a las defensoras y las posibilidades, recursos y limitaciones 
que tienen para enfrentarla.

Los agresores

En varios casos son las propias autoridades quienes se convierten en los agresores de 
las defensoras de los derechos humanos, en particular resulta preocupante el riesgo que 
viven las defensoras que protagonizan la defensa del territorio y recursos naturales en 
distintas comunidades rurales, pues se enfrentan a un triple agresor, las autoridades, las 
empresas privadas transnacionales y los caciques de la región, específicamente mineras 
y eólicas, cuyo objetivo es la explotación de las tierras de los pueblos originarios con 
megaproyectos que violan su derechos a la consulta, atentan contra su identidad cultu-
ral, provocan graves daños ambientales, desalojos forzados y múltiples formas de vio-
lencia contra los y las habitantes, incluida la violencia sexual en contra de las mujeres.

DEFENSORAS AGREDIDAS POR MES

TIPO DE AGRESIÓN
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4 De acuerdo al registro que tiene la Red Nacional de Defensoras en México.
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ESTADOS CON REGISTRO DE AGRESIONES

Casos como el de la defensora Abigail Vásquez Sánchez y Rosalinda Canseco, inte-
grantes de la Coordinadora de Pueblos Unidos del Valle de Ocotlán (CPUVO), quienes 
en distintos ataques  fueron agredidas con arma de fuego, en el primer caso por agen-
tes de la Policía Municipal de San José del Progreso, y la segunda en una emboscada 
por un grupo de hombres armados, dan cuenta de ello. 

Otro caso, es el de Bettina Cruz Velázquez, quién fue acusada por cargos Federales 
y detenida de forma irregular por la agentes de la Procuraduría General de la República 
(PGR), en el municipio de Santa María Xadani, Istmo de Tehuantepec, Oaxaca, y a la 
que no sé le permitió saber los motivos de su arresto en el momento de su detención. 

Cabe destacar, que Cruz Velázquez goza de medidas cautelares emitidas por la De-
fensoría de Derechos Humanos del Estado de Oaxaca desde el 14 de noviembre de 
2011, y es una reconocida defensora de los derechos humanos, co-fundadora de la 
Asamblea de los Pueblos Indígenas del Istmo de Tehuantepec en Defensa de la Tierra 
y el Territorio, resistencia indígena en contra de los proyectos eólicos de la región y en 
contra de la alza de las tarifas eléctricas impuestas por la Comisión Federal de Electri-
cidad (CFE), quién aún enfrenta cargos.

El caso de Consorcio para el Diálogo Parlamentario y la Equidad Oaxaca, organiza-
ción civil feminista que promueve el respeto de los derechos humanos de las mujeres, la 
igualdad de género y oportunidades, ha sido allanada en dos ocasiones, sin embargo, a la 
fecha las autoridades no han dado con el paradero de los responsables. En este caso algunas 
de sus integrantes, han sido víctimas de hostigamiento telefónico, allanamiento y robo al 
domicilio particular de su directora Ana María Hernández Cárdenas,  así como  el caso de 
Yesica Sánchez Maya, directora adjunta, quién permanentemente ha sido víctima de una 
campaña de desprestigio y difamación por algunos medios de comunicación locales.

Oaxaca estado con mayor índice de abusos a nivel nacional4



13

Actualmente con 30 mujeres activistas y defensoras de Derechos Humanos agredi-
das y una mujer periodista, Oaxaca es el estado con mayor índice de casos de abusos 
en contra de defensoras de derechos humanos, la intimidación y hostigamiento se 
vuelven agresiones cotidianas, mientras que los allanamiento, amenazas de muerte, 
lesiones, detenciones arbitrarias, campañas de desprestigio y difamación se vuelven 
más comunes y tienen como objetivo principal impedir la lucha, la vigilancia efectiva 
y protección de la defensa y promoción de los derechos humanos.

En la mayoría de los casos registrados en Oaxaca las defensoras son integrantes 
de organizaciones que trabajan por los derechos de las mujeres, seguidos por quienes 
trabajan con pueblos indígenas en la defensa de la tierra y territorio, posteriormente se 
ubican quienes trabajan por la defensa de los derechos civiles y políticos.

TIPO DE DERECHOS HUMANOS QUE DEFIENDEN

En ninguno de los casos registrados en Oaxaca se ha puesto a disposición de la Justi-
cia a los agresores, pese a que varios han sido señalados por las defensoras, reforzando 
el estado de impunidad en las denuncias, lo que es una constante de permisibilidad 
en el contexto oaxaqueño, con lo cual no se garantiza el derecho a defender derechos 
humanos de las mujeres defensoras. 

Uno de los casos en Oaxaca, que ejemplifica la impunidad que vive el estado,  es el 
intento de asesinato de la defensora triqui Eva Gómez Santos representante y defenso-
ra de los derechos humanos del pueblo de Valle del Rio, San Pedro, San Juan Copala, 
Putla de Guerrero, Oaxaca, comunidad integrada por 76  personas, mujeres, niñas/os 
y ancianas/os, que cuenta con medidas cautelares otorgadas por la CIDH a partir del 
29 de mayo de 2012, y a quien el pasado 31 de julio, un grupo armando no identificado 
entró a su comunidad y hasta su casa, pero pudo salvar su vida, gracias a que no se 
encontraba en ese momento en el lugar.

Este caso es de suma relevancia, pues el 25 de enero de 2012, aproximadamente 
a las seis de la mañana, la comunidad completa fue allanada por aproximadamente 

0
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200 elementos de la Policía Preventiva del Estado fuertemente armados a bordo de 
20 patrullas, con el objeto de desalojarlos de las tierras, los elementos de la policía se 
introdujeron de forma violenta allanando las humildes casas construidas de madera, 
lamina y carrizo. Este hecho fue responsabilidad de la Secretaria de Seguridad Pública 
del Estado y por lo tanto, denunciado ante la  Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos dependiente de la Organización de Estados Americanos OEA, quién solicitó 
al gobierno mexicano implementar medidas necesarias para garantizar la seguridad y 
protección de sus habitantes. 

Acciones por la defensa de los Derechos Humanos

Los casos que la Red Nacional de Defensoras de Derechos Humanos en México tiene re-
gistrados en el Estado de Oaxaca, sin duda dejan al descubierto la falta el clima de riesgo 
y vulnerabilidad en que desarrollan su labor las defensoras de los Derechos Humanos y 
hace evidente el incumplimiento por parte del Estado Mexicano y las autoridades estata-
les de proteger y garantizar la labor de quienes defienden derechos humanos.

Esta preocupación llevó a que el mes de noviembre se llevara a cabo una misión 
de personas defensoras de Derechos Humanos de distintos estados de la República 
integrada por organizaciones de la Red Nacional de Organismos Civiles de Derechos 
Humanos Todos los Derechos para Todas y Todos (Red TDT) y Brigadas Internacio-
nales de Paz (PBI), visitara Oaxaca para dialogar con el gobierno estatal con el objetivo 
de entender cómo pretenden implementar medidas de protección para defensoras y 
defensores de Derechos Humanos, a fin de asegurar que la impunidad en casos de 
agresiones sea erradicada.

El registro de todos estos casos, -incluidos los presentados por la Red Nacional de 
Defensoras de Derechos Humanos-, dejó en evidencia un lamentablemente incremen-
to en las intimidaciones, hostigamientos, difamación y desprestigio a las defensoras, 
asimismo las lesiones, amenazas de muerte y detenciones arbitrarias, han aumentado 
el grado de peligrosidad que existe en el estado de Oaxaca para las mujeres que luchan 
por defender, proteger y promover los derechos humanos.
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Nosotras, 45 activistas y Defensoras de Derechos Humanos provenientes de distintas 
regiones, comunidades y pueblos  del estado de Oaxaca, así como de diversas luchas y  
movimientos sociales

Declaramos

Que reunidas en el estado de Oaxaca, en el Primer Encuentro de Activistas y Defen-
soras de los Derechos Humanos de Oaxaca, nos reconocemos que somos hijas de 
la madre tierra, del agua y el viento, que somos parte del linaje de nuestras ancestras, 
herederas de luchas incansables por la reivindicación de nuestros derechos, convenci-
das de que esta opción de vida tiene como fin avanzar hacía una verdadero estado de 
derecho y de justicia social para todas y todos. 

Nos identificamos y nos reconocemos en la diversidad y pluralidad, nos nutrimos 
del silencio, ese que nos permite volver a nuestra fuente, así también de veneros sub-
terráneos, que desembocan en torrentes de energía y amor. En nuestro cauce que re-
presenta nuestra lucha, nuestro compromiso y nuestra añoranza de un pleno respeto 
a los derechos humanos. 

Que desde nuestras “parcelas” construimos para transformar, sembramos en tierra 
fértil en donde todas las semillas quieren nacer, desde ahí escuchamos los pasos de 
nuestras hermanas y compañeras que comienzan éste andar, a quienes heredamos el 
territorio y su defensa, porque en sus rostros y corazones va la vida y la resistencia, 
porque yo soy si somos todas y todos.

Sabemos que las acciones que realizamos para exigir el respeto a los derechos hu-
manos y no quedarnos calladas ante las injusticias, impunidad y abuso de poder, nos 
coloca en estado de vulnerabilidad, implicando riesgos no solo en lo personal, si no 
también en nuestras familias y procesos organizativos.

DECLARACIÓN DEL PRIMER ENCUENTRO DE 
MUJERES ACTIVISTAS Y DEFENSORAS DE 
DERECHOS HUMANOS DE OAXACA
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Reconocemos que nos enfrentamos a la impunidad y al silencio cómplice del Esta-
do, lo cual genera un estado de permisibilidad por parte de las autoridades en el poder 
quienes deberían procurar justicia, cuenta de ello es el aumento en el riesgo y ataques 
contra defensoras de derechos humanos que denunciamos la violencia contra las muje-
res y defendemos sus derechos; las que acompañamos legalmente a personas detenidas, 
perseguidas y desaparecidas por motivos políticos; las que defendemos recursos natura-
les  y territorio de los pueblos originarios; las que luchamos por los derechos de niñas y 
niños; por los derechos de las personas discapacitadas, contra la impunidad e injusticia.

Que aunque la intimidación y hostigamiento se han vuelto agresiones cotidianas, 
mientras que los allanamientos, amenazas de muerte, lesiones, detenciones arbitra-
rias, campañas de desprestigio y difamación se vuelven más comunes, reflexionamos 
que estas acciones en nuestra contra tienen como principal objetivo impedir nuestra 
lucha, la vigilancia efectiva, protección y vigencia de la defensa y promoción de los de-
rechos humanos. Los autores de dichas agresiones son desde las autoridades Federales, 
Estatales, Municipales, Comunitarias, Empresas Privadas Transnacionales y  hasta los 
Caciques, lo cual nos coloca en mayor riesgo,  pues nuestra lucha es contra un sistema 
que todas soñamos cambie. Deseamos un mundo donde la defensa de los Derechos 
Humanos sea un real derecho, que nos garantice seguridad en cualquier espacio y en 
cualquier momento de nuestra vida

Estamos claras que Oaxaca es la entidad de México con el mayor índice de ataques 
a personas que defendemos los derechos humanos, y el Gobierno del Estado minimi-
za esta situación, de aquí que el día de hoy hemos creado La Red Estatal de mujeres 
activistas y Defensoras de Derechos Humanos en Oaxaca, con el objetivo de arti-
cularnos, fincarles responsabilidades por acción y omisión al Estado, para generar un 
espacio de seguridad y protección para nosotras. 

En esto contexto La Red Estatal de mujeres activistas y Defensoras de Derechos 
Humanos en Oaxaca, le exigimos al Estado Mexicano, asuma con seriedad su obliga-
ción intencional de hacer real y efectivo el Derecho a Defender Derechos Humanos, 
por ello responsabilizamos al Gobierno del Estado de Oaxaca y al Gobierno federal de 
la vida, integridad física y psicológica de nuestras compañeras Bettina Cruz Velázquez, 
Reynalda Cid y las integrantes del grupo 8 de Marzo. 

Al mismo tiempo hacemos un llamado a la sociedad Oaxaqueña para que se man-
tenga al tanto de la situación de riesgo y vulnerabilidad en que estamos desarrollando 
nuestra labor las activistas y defensoras. 
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“Si nos tocan a una, nos tocan a todas, ya no más agresiones
 hacia las activistas y defensoras de Derechos Humanos”

ATENTAMENTE

Adriana Carolina Ruiz López (EPOCA A. C.), Adriana Luna Gasca (Tequio Jurídi-
co), Adriana Ortiz García, Aline Castellanos, Alba Cruz (CODIGO-DH), Ana Karina 
Martínez Castillo (UCIZONI A.C.), Ana María Canseco Vásquez (Planeta Inclusión 
A.C.), Ana María Hernández Cárdenas (Consorcio Oaxaca), Andrea Caraballo, Anja 
Barmeyer-Grunke (Tequio Jurídico), Antonia Ruiz Reyes (Planeta Inclusión), Areli 
López Quiroz (Circulo Profesional por la Formación con Equidad de Genero) Bettina 
Cruz Velázquez (Asamblea de Pueblos Indígenas del Istmo en la Defensa de la Tierra 
y el Territorio), Beatriz Ramírez Caballero (Colectivo Lilas), Clara Morales (Ojo de 
Agua), Claudia Vera Noriega (Tianguis Indígena Multicultural A.C.), Elisabeth Doro-
teo Velasco (Movimiento Agrario Indígena Zapatista A.C.), Emelia Ortiz García, Erika 
Carbajal Morales, Esther Victoria Ortiz Sosa (Enlace Comunicación y Capacitación 
A.C.), Evic Julián Estrada, Evitelia Pacheco Ramírez, Eugenia Mata (IDEMO A.C.), 
Gladis Ramírez Ramo (CAMPO A.C.), Indira de Jesús Luis Aquino (Refugio Regional 
para mujeres indígenas del Istmo), Itandehui Santiago Galicia (Colectivo Mujer Nue-
va), Laura Díaz López (Mahatma Gandhi), Laura Latorre, María Belem Salas Salazar 
(Colectivo Bolivariano), María Guadalupe Blanco Méndez (Radio Nandia), María Mag-
dalena Andrade (Fundación Comunalidad),), Noelia Abigail Paz Hernández (Calpulli 
A.C.), Noemí Calderón Zarate (Gesmujer Rosario Castellanos), Silvia Pérez Yescas 
(CIARENA), Raquel Chávez Solano (Grummi), Rebecca Hernández Vásquez (Circulo 
Profesional por la Formación con Equidad de Genero), Regina Peñin (Hermanos en el 
Camino), Reyna Hernández Mendoza (Movimiento Agrario Indígena Zapatista A.C.), 
Reynalda Cid, Rocío Santos Torres (Movimiento Agrario Indígena Zapatista A.C.), 
Rosario Aguilar Rodríguez (EPOCA A.C.), Sandra Torres Pastrana (Consorcio Oaxa-
ca), Teófila Castellanos, (Hermanos en el Camino), Yesica Sánchez Maya (Consorcio 
Oaxaca), Zaira Hipólito López (UNOSJO).

ADHERENTES POSTERIORES

Claudia Ángel (CIARENA), Flavia Ester Arnau (CAI Piña Palmera A. C.)
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LEY PARA LA PROTECCIÓN DE PERSONAS 
DEFENSORAS DE DERECHOS HUMANOS Y 
PERIODISTAS

Aprobada por la Cámara de Diputados Federal, 30 abril 2012

CAPÍTULO I. OBJETO Y FIN DEL MECANISMO

Artículo 1. La presente ley es de orden público, interés social y de observancia general 
en toda la República y tiene por objeto establecer la cooperación entre la Federación y 
las Entidades Federativas para implementar y operar las Medidas de Prevención, Me-
didas Preventivas y Medidas Urgentes de Protección que garanticen la vida, integridad, 
libertad y seguridad de las personas que se encuentren en situación de riesgo como 
consecuencia de la defensa o promoción de los derechos humanos, y del ejercicio de la 
libertad de expresión y el periodismo.

Esta ley crea el Mecanismo de Protección para Personas Defensoras de Derechos 
Humanos y Periodistas, para que el Estado atienda su responsabilidad fundamental de 
proteger, promover y garantizar los derechos humanos.

Artículo 2. Para los efectos de esta ley se entenderá por:
Agresiones: daño a la integridad física o psicológica, amenaza, hostigamiento o 
intimidación que por el ejercicio de su actividad sufran las Personas Defensoras de 
Derechos Humanos y Periodistas.
Beneficiario: persona a la que se le otorgan las Medidas Preventivas, Medidas de 
Protección o Medidas Urgentes de Protección a que se refiere esta ley.
Estudio de Evaluación de Acción Inmediata: Análisis de factores para determinar 
el nivel de riesgo y Medidas Urgentes de Protección en los casos en los que la vida 
o integridad física del peticionario o potencial beneficiario estén en peligro inmi-
nente.
Estudio de Evaluación de Riesgo: Análisis de factores para determinar el nivel de 
riesgo en que se encuentra el peticionario o potencial beneficiario.
Fondo: Fondo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y 
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Periodistas.
La Coordinación: Coordinación Ejecutiva Nacional.
Mecanismo: Mecanismo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos 
Humanos y Periodistas.
Medidas de Prevención: conjunto de acciones y medios encaminados a desarrollar 
políticas públicas y programas con el objetivo de reducir los factores de riesgo que 
favorecen las agresiones contra Personas Defensoras de Derechos Humanos y Pe-
riodistas, así como para combatir las causas que las producen y generar garantías 
de no repetición.
Medidas Preventivas: conjunto de acciones y medios a favor del beneficiario para 
evitar la consumación de las agresiones.
Medidas de Protección: conjunto de acciones y medios de seguridad para enfren-
tar el riesgo y proteger los derechos a la vida, integridad, libertad y seguridad del 
beneficiario.
Medidas Urgentes de Protección: conjunto de acciones y medios para resguardar, 
de manera inmediata, la vida, la integridad y la libertad del beneficiario.
Peticionario: Persona que solicita Medidas Preventivas, Medidas de Protección o 
Medidas Urgentes de Protección ante el Mecanismo.
Periodistas: Las personas físicas, así como medios de comunicación y difusión pú-
blicos, comunitarios, privados, independientes, universitarios, experimentales o de 
cualquier otra índole cuyo trabajo consiste en recabar, generar, procesar, editar, co-
mentar, opinar, difundir, publicar o proveer información, a través de cualquier medio 
de difusión y comunicación que puede ser impreso, radioeléctrico, digital o imagen.
Persona Defensora de Derechos Humanos: Las personas físicas que actúen indi-
vidualmente o como integrantes de un grupo, organización o movimiento social, 
así como personas morales, grupos, organizaciones o movimientos sociales cuya 
finalidad sea la promoción o defensa de los derechos humanos.
Procedimiento Extraordinario: procedimiento que deriva en Medidas Urgentes de 
Protección con el fin de preservar la vida e integridad del beneficiario.

Artículo 3. El Mecanismo estará integrado por una Junta de Gobierno, un Consejo 
Consultivo y una Coordinación Ejecutiva Nacional y será operado por la Secretaría 
de Gobernación.

CAPÍTULO II. JUNTA DE GOBIERNO

Artículo 4. La Junta de Gobierno es la instancia máxima del Mecanismo y principal 
órgano de toma de decisiones para la prevención y protección de Personas Defen-
soras de Derechos Humanos y Periodistas.
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Las resoluciones que emita la Junta de Gobierno serán obligatorias para las autori-
dades federales, cuya intervención sea necesaria para satisfacer Medidas de Preven-
ción, Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protec-
ción previstas en esta Ley.

Artículo 5. La Junta de Gobierno está conformada por nueve miembros permanentes 
con derecho a voz y voto, y serán:
I. Un representante de la Secretaría de Gobernación; II. Un representante de la Pro-
curaduría General de la República; III. Un representante de la Secretaría de Segu-
ridad Pública; IV. Un representante de la Secretaría de Relaciones Exteriores; V. Un 
representante de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; y VI. Cuatro 
representantes del Consejo Consultivo elegidos de entre sus miembros.
Los cuatro representantes del Poder Ejecutivo federal deberán tener un nivel mí-
nimo de Subsecretario y el de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, el de 
Visitador o sus equivalentes.
El representante de la Secretaría de Gobernación presidirá la Junta de Gobierno y 
en aquellos casos en que no sea posible su presencia se elegirá un presidente susti-
tuto para esa única ocasión de entre los miembros permanentes.

Artículo 6. La Junta de Gobierno invitará a sus todas sus sesiones, con derecho a voz, a:
I. Un representante de la Oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos;
II. Un representante de la Conferencia Nacional de Gobernadores; III. Un repre-
sentante del Poder Judicial de la Federación; IV. Al presidente de la Comisión de 
Derechos Humanos del Senado de la República, y V. Al presidente de la Comisión 
de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados.

Artículo 7. La Junta de Gobierno sesionará ordinariamente una vez al mes hasta ago-
tar todos los temas programados para esa sesión y deberá contar con un quórum 
de la mitad más uno de sus integrantes. Las decisiones serán tomadas mediante un 
proceso deliberativo, transparente y por mayoría de votos.

Artículo 8. La Junta de Gobierno contará con las siguientes atribuciones:
I. Determinar, decretar, evaluar, suspender y en su caso, modificar las Medidas Pre-
ventivas y las Medidas de Protección, a partir de la información elaborada por las 
unidades de la Coordinación;
II. Evaluar, suspender y en su caso, modificar las Medidas Urgentes de Protección, a 
partir de la información elaborada por las unidades de la Coordinación;
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III. Aprobar los manuales y protocolos de Medidas Preventivas , Medidas de Protec-
ción y Medidas Urgentes de Protección elaborados por la Coordinación;
IV. Convocar al peticionario o beneficiario de las Medidas de Protección, a las sesio-
nes donde se decidirá sobre su caso;
V. Invitar a las personas o autoridades que juzgue conveniente, con el consenti-
miento del peticionario o beneficiario a las sesiones donde se discuta su caso;
VI. Celebrar, propiciar y garantizar, a través de la Coordinación, convenios de 
coordinación y cooperación con las autoridades federales, entidades federativas, 
órganos públicos u organizaciones dedicadas a la defensa de los derechos huma-
nos y la libertad de expresión nacionales o internacionales, así como con personas 
y organizaciones sociales y privadas para la instrumentación de los objetivos del 
Mecanismo;
VII. Revisar y aprobar el plan anual de trabajo elaborado por la Coordinación;
VIII. Resolver las inconformidades a que se refiere el Capítulo XI de esta Ley;
IX. Presentar públicamente informes anuales sobre la situación nacional en materia 
de seguridad de las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas con 
datos desagregados y con perspectiva de género;
X. Proponer e impulsar, a través de la Coordinación, políticas públicas y reformas 
legislativas relacionadas con el objeto de esta ley;
XI. Emitir las convocatorias públicas correspondientes a solicitud del Consejo Con-
sultivo para la elección de sus miembros;
XII. Solicitar al Consejo Consultivo su opinión o asesoría en todo lo relativo al ob-
jeto de esta Ley;
XIII. Conocer las recomendaciones del Consejo Consultivo sobre los programas 
y actividades que realicen la Coordinación y, fundamentar y motivar su decisión;
XIV. Recibir y difundir el informe anual de actividades del Consejo Consultivo;
XV. Aprobar el informe anual de actividades y el informe sobre el ejercicio presu-
puestal de la Coordinación;
XVI. Aprobar los perfiles para la designación de los integrantes de la Unidad de 
Recepción de Casos y Reacción Rápida, de la Unidad de Evaluación de Riesgo y de 
la Unidad de Prevención, Seguimiento y Evaluación; y
XVII. Aprobar las reglas de operación y el presupuesto operativo del Fondo.

CAPÍTULO III. CONSEJO CONSULTIVO

Artículo 9. El Consejo Consultivo es el órgano de consulta de la Junta de Gobierno y 
estará integrado por nueve consejeros, uno de ellos será el presidente por un perio-
do de dos años y se elegirá por mayoría simple por el mismo Consejo. En ausencia 
del presidente, el Consejo elegirá a un presidente interino por el tiempo que dure la 
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ausencia o hasta que culmine el periodo. En la integración del Consejo se buscará 
un equilibrio entre personas expertas en la defensa de los derechos humanos y del 
ejercicio de la libertad de expresión y el periodismo.

Artículo 10. Por cada consejero habrá un suplente. La suplencia sólo procederá en 
caso de ausencia definitiva del titular y en los casos previstos en la guía de procedi-
mientos del Consejo Consultivo.

Artículo 11. Los consejeros deberán tener experiencia o conocimiento en la defensa o 
promoción de los derechos humanos o en el ejercicio del periodismo o conocimien-
to en evaluación de riesgos y protección de Personas Defensoras de Derechos Hu-
manos o Periodistas, y no deberá desempeñar ningún cargo como servidor público.

Artículo 12. El Consejo Consultivo elegirá a sus miembros a través de una convocato-
ria pública emitida por la Junta de Gobierno.

Artículo 13. Los consejeros nombrarán de entre sus miembros a cuatro de ellos para 
formar parte de la Junta de Gobierno, de los cuales dos serán personas expertas en 
la defensa de los derechos humanos y dos del ejercicio de la libertad de expresión y 
el periodismo.

Artículo 14. Los consejeros no recibirán retribución, emolumento o compensación 
alguna por su participación tanto en la Junta de Gobierno como en el Consejo, ya 
que su carácter es honorífico.

Artículo 15. Los consejeros se mantendrán en su encargo por un periodo de cuatro 
años, con posibilidad de reelección por un período consecutivo.

Artículo 16. El Consejo Consultivo tendrá las siguientes atribuciones: I. Atender las 
consultas y formular las opiniones que le sean solicitadas por la Junta de
Gobierno;
II. Formular a la Junta de Gobierno recomendaciones sobre los programas y activi-
dades que realice la Coordinación;
III. Colaborar con la Coordinación en el diseño de su plan anual de trabajo;
IV. Remitir a la Junta de Gobierno inconformidades presentadas por peticionarios 
o beneficiarios sobre implementación de Medidas Preventivas, Medidas de Protec-
ción y Medidas Urgentes de Protección;
V. Comisionar Estudios de Evaluación de Riesgo independiente solicitados por la 
Junta de Gobierno para resolver las inconformidades presentadas;
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VI. Contribuir en la promoción de las acciones, políticas públicas, programas y pro-
yectos relacionados con el objeto de esta ley;
VII. Participar en eventos nacionales o internacionales para intercambiar experien-
cias e información sobre temas relacionados con la prevención y protección de Per-
sonas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas;
VIII. Realizar labores de difusión acerca de la operación del Mecanismo y de cómo 
solicitar las Medidas Preventivas, Medidas de Protección o Medidas Urgentes de 
Protección;
IX. Presentar ante la Junta de Gobierno su informe anual de las actividades, y X. 
Elaborar y aprobar la guía de procedimientos del Consejo.

CAPÍTULO IV. LA COORDINACIÓN EJECUTIVA NACIONAL

Artículo 17. La Coordinación es el órgano responsable de coordinar con las entidades 
federativas, las dependencias de la administración pública federal y con organismos 
autónomos el funcionamiento del Mecanismo y estará integrada por los represen-
tantes de:
I. La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida;
II. La Unidad de Evaluación de Riesgos; y
III. La Unidad de Prevención, Seguimiento y Análisis.
Un funcionario de la Secretaría de Gobernación, con rango inmediato inferior a 
Subsecretario o equivalente, fungirá como Coordinador Ejecutivo Nacional.

Artículo 18. La Coordinación contará con las siguientes atribuciones: I. Recibir y com-
pilar la información generada por las Unidades a su cargo y remitirla a la Junta de 
Gobierno con al menos cinco días naturales previo a su reunión;
II. Comunicar los acuerdos y resoluciones de la Junta de Gobierno a las autoridades 
encargadas de su ejecución;
III. Administrar los recursos presupuestales asignados para el cumplimiento de esta 
Ley;
IV. Proveer a la Junta de Gobierno y al Consejo Consultivo los recursos para el des-
empeño de sus funciones;
V. Elaborar y proponer, para su aprobación a la Junta de Gobierno, los manuales y 
protocolos de Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de 
Protección;
VI. Facilitar y promover protocolos, manuales y en general instrumentos que con-
tengan las mejores prácticas disponibles para el cumplimiento del objeto de esta 
Ley a entidades federativas, dependencias de la administración pública federal y 
organismos autónomos;
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VII. Instrumentar los manuales y protocolos de Medidas Preventivas, Medidas de 
Protección y Medidas Urgentes de Protección;
VIII. Diseñar, con la colaboración del Consejo Consultivo, su plan anual de trabajo;
IX. Celebrar los acuerdos específicos necesarios para el cumplimiento de los fines 
del Mecanismo;
X. Dar seguimiento e implementar las decisiones de la Junta de Gobierno, y
XI. Someter a la consideración de la Junta de Gobierno su informe anual de activi-
dades incluyendo su ejercicio presupuestal.

CAPÍTULO V. LAS UNIDADES AUXILIARES

Artículo 19. La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida es un órgano técnico 
y auxiliar de la Coordinación para la recepción de las solicitudes de incorporación al 
Mecanismo, la definición de aquellos casos que serán atendidos por medio del proce-
dimiento extraordinario definido en esta ley y contará con las siguientes atribuciones:
I. Recibir las solicitudes de incorporación al Mecanismo; II. Definir si los casos que 
se reciben son de procedimiento extraordinario u ordinario;
III. Solicitar a la Unidad de Evaluación de Riesgos la elaboración del Estudio de 
Evaluación de Riesgo;
IV. Realizar el Estudio de Evaluación de Acción Inmediata;
V. Emitir e implementar de manera inmediata las Medidas Urgentes de Protección;
VI. Informar a la Coordinación sobre las Medidas Urgentes de Protección imple-
mentadas;
VII. Elaborar, evaluar y actualizar periódicamente el protocolo para la implementa-
ción de Medidas Urgentes de Protección;
VIII. Auxiliar al peticionario o beneficiario en la presentación de quejas o denuncias 
ante las autoridades correspondientes; y
IX. Las demás que prevea esta ley.

Artículo 20. La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida se integra por al 
menos cinco personas expertas en materia de evaluación de riesgo y protección. 
Una de ellas deberá serlo en la defensa de derechos humanos y otra del ejercicio del 
periodismo y libertad de expresión. Así mismo, se conforma por un representante 
de la Secretaría de Gobernación, un representante de la Procuraduría General de 
la República y un representante de la Secretaría de Seguridad Pública, todos con 
atribuciones para la implementación de las Medidas Urgentes de Protección.

Artículo 21. La Unidad de Evaluación de Riesgos es el órgano auxiliar, de carácter 
técnico y científico de la Coordinación que evalúa los riesgos, define las Medidas 
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Preventivas o de Protección, así como su temporalidad y contará con las siguientes 
atribuciones:
I. Elaborar el Estudio de Evaluación de Riesgo; II. Definir las Medidas Preventivas 
o las Medidas de Protección;
III. Dar seguimiento periódico a la implementación de las Medidas Preventivas o de Pro-
tección para, posteriormente, recomendar su continuidad, adecuación o conclusión; y
IV. Las demás que prevea esta ley.

Artículo 22. La Unidad de Evaluación de Riesgos se integra por al menos cinco perso-
nas expertas en materia de evaluación de riesgo y protección, al menos una de ellas 
deberá serlo en la defensa de derechos humanos y otra del ejercicio del periodismo 
y libertad de expresión.

Artículo 23. La Unidad de Prevención, Seguimiento y Análisis es un órgano auxiliar de ca-
rácter técnico y científico de La Coordinación y contará con las siguientes atribuciones:
I. Proponer Medidas de Prevención;
II. Realizar el monitoreo nacional de las Agresiones con el objeto de recopilar, sis-
tematizar la información desagregada en una base de datos y elaborar reportes 
mensuales;
III. Identificar los patrones de Agresiones y elaborar mapas de riesgos;
IV. Evaluar la eficacia de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas 
Urgentes de Protección implementadas; y
V. Las demás que prevea esta ley.

CAPÍTULO VI. SOLICITUD DE PROTECCIÓN, EVALUACIÓN Y DETERMI-
NACIÓN DEL RIESGO

Artículo 24. Las agresiones se configurarán cuando por acción u omisión o en aquies-
cencia se dañe la integridad física, psicológica, moral o económica de:
I. Persona Defensora de Derechos Humanos o Periodista;
II. Cónyuge, concubina, concubino, ascendientes, descendientes, dependientes de 
las Personas Defensoras de Derechos Humanos o Periodista;
III. Personas que participan en las mismas actividades desde el mismo grupo, orga-
nización, o movimiento social;
IV. Los bienes de la persona, el grupo, organización, o movimiento social, y
V. Las demás personas que se determine en la evaluación de riesgo.

Artículo 25. La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida recibirá las solici-
tudes de incorporación al Mecanismo, verificará que cumplan con los requisitos 
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previstos en esta Ley, y en su caso, determinará el tipo de procedimiento. Solamen-
te dará tramite a las solicitudes que cuenten con el consentimiento del potencial 
beneficiario, salvo que éste se encuentre impedido por causa grave. Una vez que 
desaparezca el impedimento, el beneficiario deberá otorgar su consentimiento.

Artículo 26. En el supuesto que el peticionario declare que su vida, integridad física o 
la de los señalados en el artículo 24 está en peligro inminente, el caso será conside-
rado de riesgo alto y se iniciará el procedimiento extraordinario.
La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida procederá a:
I. Emitir, en un plazo no mayor a 3 horas contadas a partir del ingreso de la solici-
tud, las Medidas Urgentes de Protección;
II. Implementar de manera inmediata, una vez emitidas, y en un plazo no mayor a 
9 horas, las Medidas Urgentes de Protección;
III. Realizar simultáneamente a la emisión de las Medidas Urgentes de Protección, 
un Estudio de Evaluación de Acción Inmediata;
IV. Informar al Coordinador Ejecutivo, una vez emitidas, sobre las Medidas Urgen-
tes de Protección implementadas; y
V. Remitir a la Unidad de Evaluación de Riesgo el expediente del caso para el inicio 
del procedimiento ordinario.

Artículo 27. En cualquier otro caso, la solicitud será tramitada a través del procedi-
miento ordinario y la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida la remitirá 
inmediatamente a su recepción a la Unidad de Evaluación de Riesgos.
La Unidad de Evaluación de Riesgos, en un término de diez días naturales contados 
a partir de la presentación de la solicitud, procederá a:
I. Elaborar el Estudio de Evaluación de Riesgo; II. Determinar el nivel de riesgo y 
Beneficiarios, y III. Definir las Medidas de Protección.

Artículo 28. El Estudio de Evaluación de Riesgo y el Estudio de Evaluación de Acción 
Inmediata se realizarán de conformidad con las mejores metodologías, estándares 
internacionales y buenas prácticas.

CAPÍTULO VII. MEDIDAS PREVENTIVAS, MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y 
MEDIDAS URGENTES DE PROTECCIÓN

Artículo 29. Una vez definidas las medidas por parte de la Unidad de Evaluación de 
Riesgos, la Junta de Gobierno decretará las Medidas Preventivas o Medidas de Pro-
tección y la Coordinación procederá a:
I. Comunicar los acuerdos y resoluciones de la Junta de Gobierno a las autoridades 
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correspondientes en un plazo no mayor a 72 hrs;
II. Coadyuvar en la implementación de las Medidas Preventivas o Medidas de Protec-
ción decretadas por la Junta de Gobierno en un plazo no mayor a 30 días naturales;
III. Dar seguimiento al estado de implementación de las Medidas Preventivas o Me-
didas de Protección e informar a la Junta de Gobierno sobre sus avances.

Artículo 30. Las Medidas Preventivas, las Medidas de Protección y las Medidas Urgen-
tes de Protección deberán reducir al máximo la exposición al riesgo, serán idóneas, 
eficaces y temporales, podrán ser individuales o colectivas y serán acordes con las 
mejores metodologías, estándares internacionales y buenas prácticas. En ningún 
caso dichas medidas restringirán las actividades de los beneficiarios, ni implicarán 
vigilancia o intrusiones no deseadas en sus vidas laborales o personales.

Artículo 31. Las Medidas Preventivas, las Medidas de Protección y las Medidas Urgen-
tes de Protección se deberán extender a aquellas personas que determine el Estudio 
de Evaluación de Riesgo o el Estudio de Evaluación de Acción Inmediata.

Dichas medidas se analizarán, determinarán, implementarán y evaluarán de común 
acuerdo con los beneficiarios.

Artículo 32. Las Medidas Urgentes de Protección incluyen: I) Evacuación; II) Reubi-
cación Temporal; III) Escoltas de cuerpos especializados; IV) Protección de inmue-
bles y V) Las demás que se requieran para salvaguardar la vida, integridad y libertad 
de los beneficiarios.

Artículo 33. Las Medidas de Protección incluyen: I) Entrega de equipo celular, radio 
o telefonía satelital; II) Instalación de cámaras, cerraduras, luces u otras medidas 
de seguridad en las instalaciones de un grupo o casa de una persona; III) Chalecos 
antibalas; IV) Detector de metales; V) Autos blindados; y VI) Las demás que se 
requieran.

Artículo 34. Las Medidas Preventivas incluyen: I) Instructivos, II) Manuales, III) Cur-
sos de autoprotección tanto individuales como colectivos, IV) Acompañamiento de 
observadores de derechos humanos y periodistas; y VI) Las demás que se requieran.

Artículo 35. Las Medidas de Protección y las Medidas Urgentes de Protección estarán 
sujetas a evaluación periódica por parte de la Unidad de Evaluación de Riesgo.

Artículo 36. Se considera que existe uso indebido de las Medidas Preventivas, Medidas 
de Protección y Medidas Urgentes de Protección por parte del beneficiario cuando:
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I. Abandone, evada o impida las medidas;
II. Autorice el uso de las medidas por personas diferentes a las determinadas por las 
unidades del Mecanismo;
III. Comercie u obtenga un beneficio económico con las medidas otorgadas;
IV. Utilice al personal designado para su protección en actividades que no estén 
relacionadas con las medidas;
V. Agreda física o verbalmente o amenace al personal que está asignado a su esque-
ma de protección;
VI. Autorice permisos o descanso al personal del esquema sin el conocimiento de 
las unidades correspondientes del Mecanismo;
VII. Ejecute conductas ilícitas haciendo uso de los medios físicos y humanos dis-
puestos para su protección;
VIII. Cause daño intencionalmente a los medios de protección físicos y humanos 
asignados para su protección.

Artículo 37. Las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de 
Protección podrán ser retiradas por decisión de la Junta de Gobierno cuando el be-
neficiario realice un uso indebido de las mismas de manera deliberada y reiterada.

Artículo 38. El beneficiario podrá en todo momento acudir ante la Junta de Gobier-
no para solicitar una revisión de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección, 
Medidas Urgentes de Protección, Estudio de Evaluación de Riesgo o Estudio de 
Evaluación de Acción Inmediata.

Artículo 39. Las Medidas Preventivas y Medidas de Protección otorgadas podrán ser 
ampliadas o disminuidas como resultado de las revisiones periódicas.

Artículo 40. El beneficiario se podrá separar del Mecanismo en cualquier momento, 
para lo cual deberá externarlo por escrito a la Junta de Gobierno.

CAPÍTULO VIII. MEDIDAS DE PREVENCIÓN

Artículo 41. La federación y las entidades federativas en el ámbito de sus respectivas 
competencias deberán desarrollar e implementar Medidas de Prevención.

Artículo 42. La federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas 
competencias recopilarán y analizarán toda la información que sirva para evitar 
Agresiones potenciales a Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas.
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Artículo 43. Las Medidas de Prevención estarán encaminadas al diseño de sistemas 
de alerta temprana y planes de contingencia con la finalidad de evitar potenciales 
Agresiones a las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas.

Artículo 44. La federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias promoverán el reconocimiento público y social de la importan-
te labor de las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, para la 
consolidación del Estado Democrático de Derecho, y condenarán, investigarán y 
sancionarán las agresiones de las que sean objeto.

Artículo 45. La federación promoverá las reformas y adiciones necesarias en la legisla-
ción para mejorar la situación de las Personas Defensoras de los Derechos Huma-
nos y Periodistas.

CAPÍTULO IX. CONVENIOS DE COOPERACIÓN

Artículo 46. La Federación y las Entidades Federativas, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias celebrarán Convenios de Cooperación para hacer efectivas las 
medidas previstas en el Mecanismo para garantizar la vida, integridad, libertad y 
seguridad de las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas.

Artículo 47. Los Convenios de Cooperación contemplarán las acciones conjuntas para 
facilitar la operación eficaz y eficiente del Mecanismo mediante:
I. La designación de representantes que funjan como enlaces para garantizar el 
cumplimiento del objeto de esta ley;
II. El intercambio de información de manera oportuna y de experiencias técnicas 
del Mecanismo, así como para proporcionar capacitación;
III. El seguimiento puntual a las medidas previstas en esta Ley en sus respectivas entidades;
IV. La promoción del estudio, análisis, investigación y desarrollo de estrategias, ac-
ciones, sistemas y metodologías que incorporen las mejores prácticas de preven-
ción y protección;
V. La promoción de las reformas y adiciones necesarias en la legislación para mejo-
rar la situación de las Personas Defensoras de los Derechos Humanos y Periodistas;
VI. Las demás que las partes convengan.

CAPÍTULO X. FONDO PARA LA PROTECCIÓN DE PERSONAS DEFENSORAS 
DE DERECHOS HUMANOS Y PERIODISTAS

Artículo 48. Para cumplir el objeto de esta Ley y con el propósito de obtener recursos 
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económicos adicionales a los previstos en el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción, se crea el Fondo para la Protección de las Personas Defensoras de Derechos 
Humanos y Periodistas.

Artículo 49. Los recursos del Fondo se destinarán exclusivamente para la implemen-
tación y operación de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas 
Urgentes de Protección y la realización de los demás actos que establezca la Ley 
para la implementación del Mecanismo, tales como evaluaciones independientes.

Artículo 50. El Fondo operará a través de un fideicomiso público, el cual se regirá por 
las disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 51. Los recursos del Fondo se integrarán por: 
I. La cantidad que el gobierno federal aporte inicialmente, así como las aportacio-
nes que en su caso realice en términos de las disposiciones aplicables;
II. Los recursos anuales que señale el Presupuesto de Egresos de la Federación y 
otros fondos públicos;
III. Los donativos que hicieren a su favor personas físicas o morales sin que por ello 
adquieran algún derecho en el fideicomiso;
IV. Los bienes que le transfiera a título gratuito el gobierno federal o las entidades 
federativas, y
V. Los demás bienes que por cualquier título legal adquiera el fideicomiso para o 
como consecuencia del cumplimiento de sus fines.

Artículo 52. El Fondo contará con un Comité Técnico presidido por el Secretario de 
Gobernación e integrado por un representante de: la Secretaría de Seguridad Públi-
ca, la Procuraduría General de la República y la Secretaría de Relaciones Exteriores.

Artículo 53. El Fondo tendrá un órgano de vigilancia integrado por un comisario público y un 
suplente, designados por la Secretaría de la Función Pública, quienes asistirán con voz pero 
sin voto a las reuniones del comité técnico y tendrán las atribuciones que les confiere la Ley.

Artículo 54. El Comité Técnico del Fondo someterá a la aprobación de la Junta de 
Gobierno sus reglas de operación y su presupuesto operativo.

CAPÍTULO XI. INCONFORMIDADES

Artículo 55. La inconformidad se presentará por escrito, debidamente firmada, ante la 
Junta de Gobierno y deberá contener una descripción concreta de los agravios que 
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se generan al peticionario o beneficiario y las pruebas con que se cuente.

Artículo 56. La inconformidad procede en:
I. Contra resoluciones de la Junta de Gobierno, la Coordinación y las unidades 
respectivas relacionadas con la imposición o negación de las Medidas Preventivas, 
Medidas de Protección o Medidas Urgentes de Protección;
II. Contra del deficiente o insatisfactorio cumplimiento de las Medidas Preventivas, 
Medidas de Protección o Medidas Urgentes de Protección por parte la autoridad, y
III. Caso de que la autoridad no acepte, de manera expresa o tácita, las decisiones 
de la Junta de Gobierno relacionadas con las Medidas Preventivas, Medidas de Pro-
tección o Medidas Urgentes de Protección otorgadas al beneficiario.

Artículo 57. Para que la Junta de Gobierno admita la inconformidad se requiere: I. 
Que lo suscriba la persona o personas que hayan tenido el carácter peticionario o
beneficiario, y
II. Que se presente en un plazo de treinta días naturales contados a partir de la noti-
ficación del acuerdo de la Junta de Gobierno o de la respectiva autoridad, o de que 
el peticionario o beneficiario hubiese tenido noticia sobre la resolución definitiva 
de la autoridad acerca del cumplimiento de las Medidas Preventivas, Medidas de 
Protección y Medidas Urgentes de Protección.

Artículo 58. Para resolver la inconformidad:
I. La Junta de Gobierno, a través del Coordinador Ejecutivo Nacional, solicitará a 
la Unidad de Evaluación de Riesgos y Reacción Rápida un nuevo estudio de evalua-
ción de riesgo en el cual de respuesta a la inconformidad planteada;
II. Si la inconformidad persiste, la Junta de Gobierno, a través del Coordinador 
Ejecutivo Nacional, solicitará al Consejo Consultivo que comisione un Estudio de 
Evaluación de Riesgo independiente para el análisis del caso;
III. El Consejo emitirá su resolución en un plazo máximo de quince días naturales des-
pués de recibidos los resultados del Estudio de Evaluación de Riesgo independiente;
IV. El Consejo inmediatamente remitirá su resolución, junto con el Estudio de Eva-
luación de Riesgo independiente, a la Junta de Gobierno, quien en su próxima se-
sión resolverá la inconformidad.

Artículo 59. En el caso del procedimiento extraordinario, la inconformidad se presen-
tará ante la Coordinación y deberá contener una descripción concreta de los riesgos 
o posibles agravios que se generan al peticionario o beneficiario.

Artículo 60. La inconformidad procede en:
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I. Contra resoluciones de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida rela-
cionadas con el acceso al procedimiento extraordinario o la imposición o negación 
de las Medidas Urgentes de Protección;
II. Contra del deficiente o insatisfactorio cumplimiento de las Medidas Urgentes de 
Protección, y
III. Caso de que la autoridad no acepte, de manera expresa o tácita, las decisiones de 
la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida, relacionadas con las Medidas 
Urgentes de Protección.

Artículo 61. Para que la Coordinación admita la inconformidad se requiere:
I. Que lo presente la persona o personas que hayan tenido el carácter peticionario o 
beneficiario, en un plazo de hasta diez días naturales, contados a partir de la notifi-
cación del acuerdo de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida.

Artículo 62. La Coordinación resolverá, en un plazo máximo de hasta doce horas, 
para confirmar, revocar o modificar la decisión de la Unidad de Recepción de Casos 
y Reacción Rápida.

Artículo 63. El acceso y la difusión de la información relacionada con esta Ley, será 
de conformidad a lo que disponga la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental y demás disposiciones aplicables.
Las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección 
otorgadas a través del Mecanismo se considerarán información reservada.
Los recursos federales que se transfieran, con motivo del cumplimiento de esta ley, a las 
entidades federativas, así como los provenientes del Fondo se sujetarán a las disposicio-
nes federales en materia de transparencia y evaluación de los recursos públicos.

CAPÍTULO XII. TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN

Artículo 64. Los informes a los que se refieren los artículos 8, 16 y 18 serán de carácter 
público.

CAPÍTULO XIII. SANCIONES

Artículo 65. Las responsabilidades administrativas que se generen por el incumplimiento 
de las obligaciones previstas en esta ley se sancionaran conforme a lo establezca la 
legislación aplicable, con independencia de las del orden civil o penal que procedan.

Artículo 66. Comete el delito de daño a Personas Defensoras de Derechos Humanos 
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y Periodistas, el servidor público o miembro del Mecanismo que de forma dolosa 
utilice, sustraiga, oculte, altere, destruya, transfiera, divulgue, explote o aproveche 
por sí o por interpósita persona la información proporcionada u obtenida por la 
solicitud, trámite, evaluación, implementación u operación del Mecanismo y que 
perjudique, ponga en riesgo o cause daño a la Persona Defensora de Derechos Hu-
manos, Periodista, peticionario y beneficiario referidos en esta Ley.
Por la comisión de este delito se impondrá de dos a nueve años de prisión, y de 
setenta hasta cuatrocientos días multa y destitución e inhabilitación de dos a nueve 
años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.
Si sólo se realizara en parte o totalmente los actos ejecutivos que deberían producir 
el resultado, u omitiendo los que deberían evitarlo, y si aquel no se consuma por 
causas ajenas a la voluntad del agente, se aplicará la mitad de la sanción.

Artículo 67. Al Servidor Público que en forma dolosa altere o manipule los procedi-
mientos del Mecanismo para perjudicar, poner en riesgo o causar daño a la Persona 
Defensora de Derechos Humanos, Periodista, peticionario y beneficiario, se le im-
pondrá de dos a nueve años de prisión, y de setenta hasta cuatrocientos días multa 
y destitución e inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar otro empleo, 
cargo o comisión públicos referidos en esta Ley.

TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal tendrá un término de entre tres a seis meses máximo, 
contados a partir de la entrada en vigor del presente decreto, para expedir el regla-
mento de esta Ley.

Tercero. El mecanismo al que se refiere el capítulo primero quedará establecido dentro 
de los cuatro meses siguientes contados a partir de la entrada en vigor de esta ley.

Cuarto. La primera Junta de Gobierno se instalará en el término de diez días hábiles 
contados a partir de la entrada en vigor de esta ley, con la participación de las de-
pendencias de la Administración Pública Federal y la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos.

Quinto. Una vez instalada la primera Junta de Gobierno tendrá como término diez 
días hábiles para emitir la convocatoria nacional pública a organizaciones de la so-
ciedad civil involucradas en la defensa y protección de los derechos humanos, así 
como en el ejercicio del periodismo y la libertad de expresión para conformar el 
primer Consejo Consultivo.

Sexto. Una vez emitida la convocatoria a que se refiere el artículo quinto transitorio, 
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las organizaciones de la sociedad civil involucradas en la defensa y promoción de 
los derechos humanos y en el ejercicio del periodismo y la libertad de expresión, se 
registrarán ante la Junta de Gobierno y entre ellas elegirán a los nueve integrantes 
del primer Consejo Consultivo, en un término de un mes contados a partir del 
cierre del registro. Una vez proporcionada la lista de los integrantes del Consejo a 
la primera Junta de Gobierno, éste se instalará en un término de diez días hábiles.

Séptimo. En la conformación del primer Consejo Consultivo y por única vez, los cua-
tro miembros elegidos para integrar la Junta de Gobierno durarán en su cargo cua-
tro años, otros tres, tres años y los restantes dos, dos años. La duración en el cargo 
de cada consejero se efectuará por sorteo.

Octavo. La Junta de Gobierno se instalará con carácter definitivo y en un término de 
diez días hábiles contados a partir de la recepción de la notificación del Consejo 
Consultivo de los cuatro consejeros que participarán como miembros.

Noveno. Instalada la Junta de Gobierno y en su primera sesión designará al Coordina-
dor Ejecutivo Nacional, quien a su vez, y en el término de un mes, someterá a la 
aprobación de la Junta los nombres de los titulares de las unidades a su cargo.

Décimo. Los Convenios de Cooperación a que se refiere el artículo 46 deberán ce-
lebrarse en un término de seis meses contados a partir de la entrada en vigor del 
presente Decreto.

Décimo Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión asig-
nará en el Presupuesto de Egresos de la Federación los recursos para la implemen-
tación y operación del Mecanismo. Los recursos destinados en el Presupuesto de 
Egresos de la Federación 2012 relativos a la protección de periodistas y defensores 
de derechos humanos, formarán parte del presupuesto para implementar y operar 
el mecanismo.

Décimo Segundo. Para implementar y operar el Mecanismo se comisionarán, de for-
ma honoraria y sin menoscabo de sus derechos adquiridos, a los servidores pú-
blicos pertenecientes de la Secretaría de Gobernación, Procuraduría General de 
la República y Secretaría de Seguridad Pública necesarios para la operación de las 
Unidades previstas en esta Ley. En caso de que los servidores públicos no cumplan 
con los requisitos previstos para la conformación de las Unidades, se realizarán las 
contrataciones respectivas.

Décimo Tercero. Las Secretarías de Hacienda y Crédito Público, y de Gobernación 
llevarán a cabo todos los actos necesarios de conformidad con las disposiciones 
aplicables para constituir el Fondo en un término de tres meses contados a partir de 
la entrada en vigor del presente Decreto.

Décimo Cuarto. Constituido el Fondo, y en el término de un mes, la Junta de Gobier-
no deberá aprobar sus reglas de operación.
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REGLAMENTO DE LA LEY PARA LA PROTECCIÓN 
DE PERSONAS DEFENSORAS DE DERECHOS 
HUMANOS Y PERIODISTAS

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexi-
canos, en ejercicio de la facultad que me confiere el artículo 89, fracción I, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con fundamento en el artículo 
segundo transitorio de la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos 
Humanos y Periodistas he tenido a bien expedir el siguiente

REGLAMENTO DE LA LEY PARA LA PROTECCIÓN 
DE PERSONAS DEFENSORAS DE DERECHOS 

HUMANOS Y PERIODISTAS
TÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES
CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 1.- El presente instrumento es de orden público e interés social, tiene por 
objeto reglamentar la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos 
Humanos y Periodistas, estableciendo el funcionamiento, coordinación, organiza-
ción y procedimientos a realizar por los organismos, dependencias y la Procuradu-
ría General de la República, que intervienen en la implementación del Mecanismo 
para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, de 
conformidad con los instrumentos internacionales en la materia y la normatividad 
nacional aplicable.

Artículo 2.- Los servidores públicos que intervengan en la implementación del Me-
canismo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Pe-
riodistas, en su ámbito de competencia, deberán realizar las acciones necesarias 
para garantizar la vida, la integridad, la libertad y la seguridad de las Personas De-
fensoras de Derechos Humanos y Periodistas en riesgo, observando los principios 
de legalidad, certeza, honradez, lealtad, objetividad, imparcialidad, profesionalis-
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mo, transparencia, eficacia, eficiencia, respeto irrestricto a los derechos humanos, 
pro persona, consentimiento, exclusividad, corresponsabilidad, no discriminación, 
perspectiva de género, concertación y consulta, inmediatez, reserva y confidencia-
lidad de la información.

Artículo 3. Además de los términos que establece el artículo 2 de la Ley para la Protec-
ción de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, se entenderá por:
I.   Ley: Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y 
Periodistas;
II. Beneficiario: El Periodista, la Persona Defensora de Derechos Humanos, así 
como las personas que enuncia el artículo 24 de la Ley, las cuales son susceptibles 
de protección a través de la implementación de Medidas;
III.    Sistemas de alerta temprana: Programas y planes de acción de la Federación 
y de las entidades federativas para que, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, se eviten agresiones potenciales a Personas Defensoras de Derechos Humanos 
y Periodistas, y
IV.   Situación de riesgo inminente: Contexto que rodea a un riesgo que puede 
materializarse en un breve periodo de tiempo y causar graves daños. Para determi-
nar dicho riesgo se deberá valorar, entre otras, la existencia de ciclos de amenazas y 
agresiones que demuestren la necesidad de actuar en forma inmediata, la continui-
dad y proximidad temporal de las amenazas y la irreparabilidad del daño.

TÍTULO SEGUNDO
DEL MECANISMO PARA LA PROTECCIÓN 

DE PERSONAS DEFENSORAS DE DERECHOS HUMANOS Y 
PERIODISTAS
CAPÍTULO I

DE LA JUNTA DE GOBIERNO

Artículo 4.- El Mecanismo, para el cumplimiento de su objeto y el ejercicio de sus 
funciones, está integrado por los órganos siguientes:
I.     Junta de Gobierno;
II.     Consejo Consultivo, y
III.    Coordinación Ejecutiva Nacional.
El Mecanismo será operado por la Secretaría de Gobernación.

Artículo 5.- La Junta de Gobierno es la instancia máxima del Mecanismo y principal 
órgano de toma de decisiones para la prevención y protección de Personas Defen-
soras de Derechos Humanos y Periodistas.
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Artículo 6.- En términos del artículo 5 de la Ley, la Junta de Gobierno se integra de la 
siguiente forma:
I.     Un representante de la Secretaría de Gobernación;
II.     Un representante de la Procuraduría General de la República;
III.    Un representante de la Secretaría de Seguridad Pública;
IV.   Un representante de la Secretaría de Relaciones Exteriores;
V.    Un representante de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y
VI.   Cuatro representantes del Consejo Consultivo elegidos de entre sus miembros.

Artículo 7.- Los miembros de la Junta de Gobierno nombrarán a sus respectivos su-
plentes en caso de ausencias, para casos extraordinarios, los cuales deberán tener 
cuando menos el nivel o rango jerárquico de director general o equivalente y debe-
rán contar con facultades para tomar decisiones.

Artículo 8.- A propuesta del Presidente o cualquier otro integrante de la Junta de 
Gobierno, se podrá invitar para que participe, con voz pero sin voto, a un servidor 
público, experto o cualquier persona con conocimiento en el tema de protección 
de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, cuya participación 
estime conveniente, de acuerdo al tema que se vaya a tratar en la sesión.
Para la presencia de los invitados no permanentes, durante el proceso deliberativo 
de un caso, se deberá solicitar el consentimiento expreso previo del Beneficiario o 
Peticionario.
Cuando así lo determine la Junta de Gobierno, los invitados no permanentes excep-
cionalmente podrán dar seguimiento a la implementación de las medidas emitidas 
en la sesión y formular recomendaciones para su mejor funcionamiento.

Artículo 9.- El Peticionario o Beneficiario será convocado a las sesiones de la Junta 
de Gobierno en las que se trate su caso y estará presente durante la deliberación y 
decisión del mismo. Con la finalidad de que el Peticionario o Beneficiario otorgue 
su consentimiento informado, podrá ser acompañado por la persona que juzgue 
conveniente.
La Junta de Gobierno se asegurará de que el Beneficiario o Peticionario sea con-
vocado con suficiente antelación, procurando, cuando ello sea posible, que le sean 
facilitados los medios que requiera para su asistencia a la sesión.
Cuando no sea posible la asistencia del Peticionario o Beneficiario, podrá participar 
de manera remota por cualquier medio tecnológico, para lo cual se garantizará la 
seguridad en la comunicación o podrá participar la persona que designe como su 
representante, mediante escrito dirigido a la Comisión Ejecutiva.
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Artículo 10.- El Presidente de la Junta de Gobierno tendrá las siguientes funciones:
I. Representar a la Junta de Gobierno;
II. Presidir las sesiones;
III. Autorizar el proyecto de orden del día de las sesiones;
IV. Autorizar la celebración de las sesiones extraordinarias solicitadas por cualquiera 
de los miembros de la Junta de Gobierno o de la Coordinación Ejecutiva Nacional;
V. Aprobar la convocatoria para el desarrollo de sesiones a distancia, cuando las 
circunstancias así lo ameriten, o cuando alguno de los miembros de la Junta de 
Gobierno así solicite participar;
VI. Auxiliarse de la Secretaria Técnica para la organización y logística de las sesio-
nes de la Junta de Gobierno;
VII. Proponer el lugar, fecha y hora de las sesiones;
VIII. Instruir a la Secretaría Ejecutiva que provea la información necesaria para la 
toma decisiones, a petición de los integrantes de la Junta de Gobierno durante las 
sesiones, y
IX.  Las demás que establezca la Junta de Gobierno.

Artículo 11.- La convocatoria de las sesiones ordinarias se procurará hacer con cinco 
días hábiles de anticipación y deberá definir la fecha, hora y lugar de la sesión. Dicha 
convocatoria podrá ser enviada por medios electrónicos, siempre que se asegure su 
adecuada notificación a los integrantes de la Junta de Gobierno y a los invitados 
permanentes.

 Artículo 12.- La Presidencia deberá convocar a sesiones extraordinarias cuando por la 
relevancia o urgencia del tema a tratar se estime necesario, o a solicitud de alguno 
de los integrantes de la Junta de Gobierno o de la Coordinación Ejecutiva Nacional.

Artículo 13.- Para sesionar válidamente se deberá contar, al menos, con la presencia 
de la mitad más uno de los integrantes de la Junta de Gobierno.

Artículo 14.- Cuando no sea posible la asistencia física de algún miembro a alguna se-
sión de la Junta de Gobierno o a cualquier acto que ésta convoque, podrá participar 
de manera remota por cualquier medio tecnológico, para lo cual la Coordinación 
Ejecutiva Nacional deberá garantizar la seguridad en la comunicación.

Artículo 15.- Los expertos e invitados a que se refiere el artículo 8 de este Reglamento, 
de ser necesario, podrán participar de manera remota por cualquier medio tecno-
lógico, para lo cual, la Coordinación Ejecutiva Nacional, deberá garantizar la segu-
ridad en la comunicación.
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Artículo 16.- La Junta de Gobierno contará con una Secretaría Ejecutiva, que será 
la persona titular de la Coordinación Ejecutiva Nacional, y tendrá las funciones 
siguientes:
I.  Coordinar la logística de las sesiones de la Junta de Gobierno;
II.  Someter a consideración del Presidente el orden del día para las sesiones de la 
Junta de Gobierno;
III. Emitir las convocatorias de sesión de la Junta de Gobierno, para lo cual deberá 
adjuntar el orden del día y la documentación correspondiente de los temas a tratar;
IV. Elaborar la convocatoria;
V. Verificar la asistencia de los miembros de la Junta de Gobierno y determinar la 
existencia del quórum para sesionar;
VI. Efectuar el conteo de las votaciones durante las sesiones de la Junta de Gobierno;
VII. Elaborar y suscribir, conjuntamente con el Presidente y los integrantes de la 
Junta de Gobierno, las actas correspondientes de las sesiones de la Junta de Gobier-
no;
VIII.  Dar seguimiento a los acuerdos que se adopten en las sesiones de la Junta de 
Gobierno;
IX.   Elaborar el proyecto del programa anual de trabajo de la Junta de Gobierno, y
X.    Las demás que le instruya el Presidente o determine la Junta de Gobierno.

CAPÍTULO II
DE LAS ATRIBUCIONES DE LA JUNTA DE GOBIERNO

Artículo 17.- Para el cumplimiento de las atribuciones que le confiere la Ley, la Junta 
de Gobierno atenderá las disposiciones establecidas en el presente Reglamento.

Artículo 18.- Los miembros de la Junta de Gobierno, además de las obligaciones y 
funciones que se establecen en la Ley, tendrán las siguientes:
I.     Asistir a las sesiones;
II.     Proponer los temas a tratar en las sesiones de la Junta de Gobierno;
III.    Emitir su voto respecto de los asuntos que se sometan a consideración de la 
Junta de Gobierno;
IV.   Presentar la documentación correspondiente a los temas a tratar en las sesio-
nes de la Junta de Gobierno o la que le sea requerida por la misma;
V.    Dar cumplimiento a los acuerdos tomados en la Junta de Gobierno, en el ám-
bito de sus respectivas competencias;
VI.   Promover, en el ámbito de sus respectivas competencias, la coordinación e 
implementación de las acciones que sean necesarias para el cumplimiento de los 
acuerdos tomados en la Junta de Gobierno, y
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VII.   Realizar las demás funciones que la Junta de Gobierno determine.

Artículo 19.- La Junta de Gobierno aprobará los manuales y protocolos de las Medi-
das, propuestos por la Coordinación Ejecutiva Nacional, de conformidad con los 
siguientes criterios:
I.     Atenderán a las particularidades del Peticionario o Beneficiario, según se trate 
de una Persona Defensora de Derechos Humanos o de un Periodista;
II.     No generarán trámites adicionales para el Peticionario o Beneficiario;
III.    Establecerán reglas y procedimientos claros, ágiles y efectivos para el otorga-
miento de las medidas, y
IV.   Se atenderá al principio pro persona, la perspectiva de género, el interés supe-
rior de la infancia y los demás criterios propios del enfoque de derechos humanos.
Para la elaboración de los manuales y protocolos, la Coordinación Ejecutiva Nacio-
nal, considerará la opinión de las instancias competentes.

Artículo 20.- La Junta de Gobierno deberá hacer públicos los informes anuales so-
bre la situación nacional en materia de seguridad de las Personas Defensoras de 
Derechos Humanos y Periodistas, los planes anuales de trabajo elaborados por la 
Coordinación Ejecutiva Nacional, los informes anuales de actividades, los informes 
sobre el ejercicio presupuestal de la Coordinación Ejecutiva Nacional y los infor-
mes anuales de actividades del Consejo Consultivo.
La publicación a que se hace referencia en el párrafo anterior, se hará de manera 
amplia a la población en general en medios impresos y electrónicos y se difundirá 
entre las organizaciones de la sociedad civil y las autoridades encargadas de la im-
plementación del Mecanismo, tanto a nivel federal, como en las entidades federa-
tivas.
La Junta de Gobierno, a través de la Coordinación Ejecutiva Nacional, estará obli-
gada a difundir estos informes a través del portal de internet que será creado para 
tales efectos y por los medios a su alcance.
La publicación y difusión de los informes se apegará a las disposiciones de protec-
ción de datos personales, reserva y confidencialidad de información previstas en 
las disposiciones jurídicas aplicables. Los informes de presupuesto serán públicos 
y distribuidos particularmente a las organizaciones de sociedad civil de defensa de 
derechos humanos y periodistas.

Artículo 21.- Las decisiones de la Junta de Gobierno serán tomadas en un proceso 
transparente, deliberativo y a través del voto por mayoría, mismo que deberá es-
tar documentado en el acta de la sesión correspondiente e incluirá las opiniones y 
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puntos de vista de los integrantes de la Junta de Gobierno e invitados. En caso de 
empate en la votación el Presidente tendrá voto de calidad.

Los integrantes de la Junta de Gobierno deberán contar con la información necesaria 
previa a las sesiones para estar en posibilidades de resolver en la misma. Si en algún 
caso no fuera suficiente y se requiriera de mayor información para la toma de de-
cisiones, el Presidente decretará un receso y ordenará a la Secretaría Ejecutiva que 
provea de la información requerida. El receso no excederá de un plazo de setenta 
y dos horas.

Artículo 22.- Cuando la Junta de Gobierno analice y evalúe las medidas propuestas 
por la Unidad de Evaluación de Riesgos determinará: el otorgamiento, el no otor-
gamiento, la suspensión, la modificación de las Medidas o la no resolución, la cual 
tendrá como objetivo el allegarse de más información.
La Junta de Gobierno, en la resolución, deberá atender a los principios pro persona, 
a la perspectiva de género, al interés superior del niño y demás criterios de derechos 
humanos. Entre otros casos, cuando la solicitud de la medida sea notoriamente 
improcedente, se resolverá su no otorgamiento.
La determinación será notificada por escrito al Peticionario en un plazo máximo de 
diez días hábiles, a partir de la determinación de la Junta de Gobierno.

Artículo 23.- Respecto a las Medidas Urgentes de Protección determinadas y emitidas 
por la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida, la Junta de Gobierno po-
drá evaluar suspender y, en su caso, modificar dichas Medidas, a partir de la infor-
mación proporcionada por la Unidad de Evaluación de Riesgos.
Para las decisiones que tome la Junta de Gobierno sobre estas medidas, se seguirán 
los principios establecidos para la toma de decisiones respecto de las Medidas Pre-
ventivas y de Protección, previstos en el artículo 22 de este Reglamento.

Artículo 24.- En cada sesión celebrada por la Junta de Gobierno se levantará un acta, 
aprobada y firmada por todos sus miembros y asistentes que se hará del conoci-
miento del Peticionario o Beneficiario. A estos últimos, se les otorgará una copia 
únicamente de la parte que concierne a la resolución de su caso.
Dentro de los cinco días hábiles siguientes a las sesiones, los integrantes e invitados 
permanentes de la Junta de Gobierno recibirán una copia de las actas de sesión y los 
invitados no permanentes únicamente aquellas en las que participaron.

Artículo 25.- Por solicitud de cualquier miembro de la Junta de Gobierno se podrá 
requerir la opinión o asesoría del Consejo Consultivo.
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Artículo 26.- La Junta de Gobierno analizará las propuestas de reformas a las dispo-
siciones normativas aplicables al tema, planteadas por el Consejo Consultivo o la 
Unidad de Prevención, Seguimiento y Análisis y, en caso de proceder, les dará trá-
mite a través de la Coordinación Ejecutiva Nacional.

CAPÍTULO III
DEL CONSEJO CONSULTIVO

Artículo 27.- El Consejo Consultivo es el órgano de consulta de la Junta de Gobierno, 
especializado en la protección de las Personas Defensoras de Derechos Humanos y 
Periodistas. Estará integrado por nueve consejeros, los cuales serán designados por 
organizaciones de la sociedad civil involucradas en la defensa y protección de los 
derechos humanos, así como en el ejercicio del periodismo y la libertad de expre-
sión, previa convocatoria de la Junta de Gobierno.

Artículo 28.- Además de las atribuciones que le confiere la Ley, el Consejo contará con 
las atribuciones siguientes:
I. Solicitar a la Junta de Gobierno o a la Coordinación Ejecutiva Nacional, por escrito 
o de cualquier otra forma, de acuerdo al caso en particular, información sobre las so-
licitudes, medidas otorgadas, beneficiarios o cualquier otra que resulte conveniente 
para el cumplimiento de sus funciones. La Junta de Gobierno y la Coordinación Eje-
cutiva Nacional quedarán obligadas a entregar dicha información sin dilación. Esta 
obligación se apegará a las disposiciones de protección de datos personales, reserva 
y confidencialidad de información previstas en las leyes de la materia;
II. Dar seguimiento a casos y emitir recomendaciones en los casos en que sean so-
licitadas por la Junta de Gobierno;
III. Opinar los manuales y protocolos elaborados por la Coordinación Ejecutiva 
Nacional, y
IV. Participar en eventos nacionales o internacionales a los que sean invitados, siem-
pre y cuando no se afecte la implementación de Medidas de Prevención, Preventi-
vas, de Protección y Medidas Urgentes de Protección que establece el Mecanismo, 
ni los recursos destinados a tales efectos.
Las comunicaciones, informes y demás documentación que el Consejo Consultivo 
tenga que remitir a la Junta de Gobierno, se realizará por conducto de la Secretaría 
Ejecutiva de la Junta de Gobierno.

Artículo 29.- Los consejeros deberán contar con las siguientes condiciones:
I.     No desempeñar ningún cargo como servidor público;
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II.     Para el caso de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, 
tener experiencia comprobable en México o a nivel internacional, en la defensa o 
promoción de los derechos humanos o en el ejercicio del periodismo;
III.    Para el caso de integrantes del sector académico, tener experiencia académica 
comprobable en la investigación de temas relativos a la defensa y promoción de los 
derechos humanos o en el ejercicio del periodismo y la libertad de expresión, y
IV.   Preferentemente, contar con experiencia comprobable en el campo de la eva-
luación de riesgo o en la protección a Personas Defensoras de Derechos Humanos 
o Periodistas.

Artículo 30.- Los miembros del Consejo Consultivo elegirán, de entre ellos, a su pre-
sidente, por mayoría simple, en su primera sesión.
La Secretaría Ejecutiva coadyuvará en el procedimiento para la designación del 
presidente. Una vez designado, éste fungirá como moderador de todas las sesiones 
del propio Consejo.
En ausencia del Presidente, el Consejo elegirá a un Presidente interino por el tiem-
po que dure la ausencia o hasta que culmine el periodo, de conformidad con la guía 
de procedimientos que emita el Consejo.

Artículo 31.- El Consejo Consultivo sesionará ordinariamente de manera mensual. Se 
procurará que las sesiones del Consejo sean sucesivas a la terminación de las sesio-
nes de la Junta de Gobierno.
La Presidencia podrá convocar a sesiones extraordinarias cuando lo juzgue conve-
niente, o a petición de los miembros del Consejo Consultivo para el cumplimiento 
de sus funciones.
Las convocatorias, el quórum de asistencia y el de votación, y demás cuestiones de 
carácter logístico para la celebración de las sesiones, se realizarán de conformidad 
con la Guía de Procedimientos que emita el Consejo Consultivo.

Artículo 32.- Cuando esté por concluir el periodo de encargo de uno o más Conseje-
ros, el Consejo sesionará para definir sobre la ratificación de los mismos, en caso de 
que sea procedente.
 Si se resuelve la no ratificación por mayoría de votos, o bien quedan algunas vacan-
tes dentro del Consejo Consultivo, la renovación se hará a través de una convoca-
toria pública emitida por la Junta de Gobierno, previa opinión del Consejo Consul-
tivo, conforme a los principios de publicidad y amplia difusión entre instituciones 
académicas, medios de comunicación y organizaciones de la sociedad civil.
La Coordinación Ejecutiva Nacional llevará a cabo el registro de los candidatos, 
quienes contarán con un plazo de un mes para entregar sus solicitudes.
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El Consejo Consultivo designará el método de elección de sus nuevos miembros.
Una vez elegidas las nuevas personas para integrar el Consejo, éste comunicará a la 
Junta de Gobierno los nuevos integrantes.

Artículo 33.- La participación en la Junta de Gobierno de los consejeros electos se hará 
de conformidad a la Guía de Procedimientos que emita el Consejo Consultivo.

Artículo 34.- El Consejo será el encargado de comisionar los estudios de evaluación 
de riesgo independiente para la resolución de las inconformidades interpuestas. 
Dichos estudios serán cubiertos por el Fondo para la Protección de Personas Defen-
soras de Derechos Humanos y Periodistas.
Los estudios de evaluación de riesgo independientes tendrán que observar los si-
guientes principios:
I.     Independencia;
II.     Objetividad, y
III.    Confidencialidad por parte de dichas personas.
Los estudios de evaluación de riesgos se llevarán a cabo de acuerdo con las mejores 
metodologías, estándares internacionales y buenas prácticas.

CAPÍTULO IV
DE LA COORDINACIÓN EJECUTIVA NACIONAL

Artículo 35.- La Coordinación Ejecutiva Nacional es el órgano técnico operativo del 
Mecanismo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y 
Periodistas.

Artículo 36.- La Coordinación Ejecutiva Nacional se compondrá por los representan-
tes de las siguientes unidades auxiliares:
I.     La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida;
II.     La Unidad de Evaluación de Riesgos, y
III.    La Unidad de Prevención, Seguimiento y Análisis.

Artículo 37.- Fungirá como Coordinador Ejecutivo, la persona titular de la unidad 
administrativa de la Secretaría de Gobernación competente en materia de derechos 
humanos.

Artículo 38.- La Coordinación Ejecutiva Nacional tendrá, además de las atribuciones 
señaladas en la Ley, las siguientes:
I.     Coordinar las acciones que realicen las unidades auxiliares para el funciona-
miento del Mecanismo;
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II.     Remitir a la Junta de Gobierno la información generada por las Unidades au-
xiliares a su cargo;
III.    Participar en las sesiones de la Junta de Gobierno sólo con derecho a voz;
IV.   Participar en las sesiones del Consejo Consultivo sólo con derecho a voz;
V.    Comunicar los acuerdos y resoluciones de la Junta de Gobierno a las autori-
dades encargadas de su ejecución dentro de los plazos que establece la Ley para la 
implementación de las Medidas;
VI.   Elaborar el presupuesto operativo de la Coordinación Ejecutiva Nacional para 
aprobación por parte de la Junta de Gobierno;
VII.   Elaborar y proponer para su aprobación a la Junta de Gobierno, los manuales 
y protocolos de las Medidas. En la elaboración la Coordinación Ejecutiva Nacional 
deberá utilizar un procedimiento participativo que involucre a Periodistas, Defen-
sores de Derechos Humanos e instancias competentes;
VIII.  Celebrar, en términos del artículo 8, fracción VI de la Ley, convenios de coo-
peración con las entidades federativas para hacer efectivas las medidas previstas en 
el Mecanismo para garantizar la vida, integridad, libertad y seguridad de las perso-
nas defensoras de derechos humanos y periodistas;
IX.   Celebrar convenios y acuerdos con dependencias, entidades, instituciones pú-
blicas o privadas y demás organismos que resulten convenientes para el cumpli-
miento de los objetivos del Mecanismo;
X.    Someter a consideración de la Junta de Gobierno, los nombramientos de los 
titulares de las unidades auxiliares y solicitar a las dependencias, en su caso, la de-
signación de sus representantes;
XI.   Realizar, con cargo al Fondo y previa aprobación de la Junta de Gobierno, los 
procedimientos de contratación, adquisición, arrendamiento de bienes y prestación 
de servicios, así como suscribir los contratos o pedidos respectivos y rescindirlos 
cuando proceda, con sujeción a la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Ser-
vicios del Sector Público y su Reglamento, así como a la normatividad y demás 
ordenamientos relacionados, y
XII.   Las demás que sean necesarias para el cumplimiento de los objetivos del Me-
canismo.

Artículo 39.- Cuando alguna de las unidades auxiliares necesite informes, datos o la 
cooperación técnica de cualquier otra unidad auxiliar, ésta tendrá la obligación de 
proporcionarla inmediatamente, de conformidad con las disposiciones jurídicas 
aplicables, las resoluciones de la Junta de Gobierno y las determinaciones de la 
Coordinación Ejecutiva Nacional.
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Artículo 40.- Los titulares de las unidades auxiliares, además de las condiciones men-
cionadas en Ley, deberán contar con las siguientes:
I. Título de licenciatura o su equivalente;
II. No haber sido sentenciado por delito doloso o inhabilitado como servidor públi-
co, y
III.    No tener historial de violaciones a los derechos humanos.
Para la designación de los cargos antes señalados, se contará con perfiles técnicos 
debidamente aprobados por la Junta de Gobierno.

Artículo 41.- El Titular de la Coordinación Ejecutiva Nacional será suplido en sus 
ausencias por el Titular de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida, el 
Titular de la Unidad de Evaluación de Riesgos o el Titular de la Unidad de Preven-
ción, Seguimiento y Análisis, en el orden mencionado.

CAPÍTULO V
DE LA UNIDAD DE RECEPCIÓN DE CASOS Y REACCIÓN RÁPIDA

Artículo 42.- La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida es el órgano técni-
co y especializado de la Coordinación Ejecutiva Nacional.

Artículo 43.- Este órgano estará integrado por al menos 5 expertos en materia de 
evaluación de riesgo y protección. Uno de sus integrantes deberá ser experto en 
la defensa de derechos humanos y otro en el ejercicio del periodismo o libertad de 
expresión y deberán contar con 5 años de experiencia comprobables.
Corresponderá a la Coordinación Ejecutiva Nacional someter a la Junta de Gobier-
no, la designación de sus integrantes, para lo cual deberá comprobar la experiencia 
y especialidad mencionadas con un mínimo de dos años de práctica en la atención 
a víctimas. Se deberá comprobar también su capacidad de brindar asistencia psico-
lógica especializada, orientación y asesoría jurídica.
Además de los dos integrantes mencionados, la Unidad contará con la participación 
de un representante de la Secretaría de Gobernación, uno de la Secretaría de Segu-
ridad Pública y uno de la Procuraduría General de la República que cuente con la 
calidad de Agente del Ministerio Público de la Federación, todos con atribuciones 
para la implementación de las Medidas Urgentes de Protección. Dichos servidores 
públicos estarán comisionados por parte de sus dependencias para participar en 
los trabajos y en la toma de decisiones que requiera la Unidad, siempre y cuando 
dicha dependencia no esté involucrada en los hechos referidos por el peticionario 
o beneficiario.
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CAPÍTULO VI
DE LA UNIDAD DE EVALUACIÓN DE RIESGOS

Artículo 44.- La Unidad de Evaluación de Riesgos es el órgano técnico y científico de 
la Coordinación Ejecutiva Nacional, quien además de las atribuciones señaladas en 
la Ley, definirá un plan de protección integral de acuerdo a las características del 
Peticionario o Beneficiario.

La Unidad de Evaluación de Riesgos se integrará conforme a lo previsto en el artículo 
22 de la Ley.

CAPÍTULO VII
DE LA UNIDAD DE PREVENCIÓN, SEGUIMIENTO Y ANÁLISIS

Artículo 45.- La Unidad de Prevención, Seguimiento y Análisis es el órgano técnico y 
especializado de la Coordinación Ejecutiva Nacional tendrá, además de las atribu-
ciones señaladas en la Ley, las siguientes:
I. Elaborar las propuestas de modificación a las leyes y demás disposiciones que 
rigen al Mecanismo con el fin de dar mayor eficiencia a su funcionamiento;
II. Elaborar propuestas de políticas públicas dirigidas a la prevención y protección 
de personas defensoras de derechos humanos y periodistas;
III. Realizar actividades tendientes al fortalecimiento y evaluación de las medidas 
y prevención de futuras situaciones de riesgo, tales como capacitación, difusión y 
enlace institucional, y
IV.  Las demás que prevea la Ley y este Reglamento.

Articulo 46.- La Unidad de Prevención, Seguimiento y Análisis estará compuesta por 
al menos cinco personas. Al menos una deberá tener experiencia en la defensa de 
derechos humanos, otro en el ejercicio del periodismo o libertad de expresión y 
uno más deberá ser experto en sistematización de información y deberán contar 
con cinco años de experiencia comprobable.

TÍTULO TERCERO
DE LA COORDINACIÓN ENTRE AUTORIDADES

CAPÍTULO I
DE LA COORDINACIÓN DEL MECANISMO CON AUTORIDADES FEDERA-

LES Y OTRAS ENTIDADES

Artículo 47.- Las resoluciones que emita la Junta de Gobierno serán obligatorias para 
las autoridades federales, cuya intervención sea necesaria para satisfacer las Medi-
das de Prevención, Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgen-
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tes de Protección, en términos del artículo 4 de la Ley y con base en las facultades, 
atribuciones y capacidades institucionales.

Artículo 48.- En los casos donde surja duda sobre la competencia que le corresponde 
a cada una de las autoridades federales dentro del Mecanismo, se procederá en 
términos del artículo 24 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

Artículo 49.- En caso necesario, para facilitar la coordinación de las autoridades del 
Mecanismo con las autoridades federales, con entidades o dependencias gubernamen-
tales, con órganos constitucionales autónomos, con organizaciones internacionales, 
sociales e instituciones académicas, la Junta de Gobierno, a través de la Coordinación 
Ejecutiva Nacional, celebrará convenios que se regirán por criterios de transparencia y 
pluralidad en los cuales se establecerán los parámetros de actuación de cada una de las 
autoridades, a fin de lograr el cumplimiento y los objetivos del Mecanismo.
En los convenios, las partes deberán designar enlaces con la finalidad de garantizar 
el cumplimiento de los compromisos.

CAPÍTULO II
DE LA COORDINACIÓN DEL MECANISMO CON LAS ENTIDADES FEDERA-

TIVAS.

Artículo 50.- Los convenios de cooperación celebrados con las entidades federativas, 
tienen como objeto la operación eficaz y eficiente del Mecanismo.
La Junta de Gobierno, a través de la Coordinación Ejecutiva Nacional, celebrará los 
convenios de cooperación con las entidades federativas.

Artículo 51.- Para la celebración de los convenios, se procurará establecer, además 
de las obligaciones señaladas en la Ley, las siguientes obligaciones por parte de las 
autoridades de las entidades federativas:
I. Ejecutar e implementar las Medidas Preventivas, de Prevención, de Protección y Ur-
gentes de Protección que les sean solicitadas por la Coordinación Ejecutiva Nacional, y
II.  Realizar el seguimiento puntual de las medidas que hayan sido implementadas en la 
entidad en cuya implementación tenga participación.
Para la adecuada implementación de las medidas decretadas por las entidades federati-
vas, la Junta de Gobierno podrá solicitar, en su caso, el auxilio de la Federación en aque-
llos asuntos en que por su naturaleza determine deficiencias en su funcionamiento.

Artículo 52.- Serán compromisos de la Coordinación Ejecutiva Nacional:
I.  Informar a las entidades federativas sobre la implementación de Medidas Pre-
ventivas, de Protección y Urgentes de Protección que corresponda implementar 
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a las autoridades federales dentro de su demarcación. En el cumplimiento de esta 
obligación, las autoridades deberán valorar si se pone en riesgo al Beneficiario, y en 
ese caso, mantendrán reserva de dichas medidas;
II. Solicitar de manera oportuna a las entidades federativas, la ejecución de Medidas 
de Protección;
III. Comunicar los acuerdos y resoluciones de la Junta de Gobierno a las entidades 
federativas en un plazo no mayor a setenta y dos horas para que lleve a cabo la 
implementación de las medidas correspondientes, excepto aquellos casos que se 
describen en el artículo 26 de la Ley;
IV. Coadyuvar con las entidades federativas en la implementación de las medidas, 
cuando lo instruya la Junta de Gobierno;
V. Colaborar con las entidades federativas en cualquier otro acto relacionado con la 
aplicación del Mecanismo, y
VI. Exhortar a las entidades al cumplimiento de las Medidas.

TÍTULO CUARTO
DE LA SOLICITUD
CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 53.- La solicitud podrá ser presentada por escrito, verbalmente, por teléfono 
o a través de cualquier otro medio de comunicación electrónica y deberá cumplir 
con los siguientes requisitos:
I. Datos de identificación del Peticionario o Beneficiario;
II. Descripción de los hechos que conforman la agresión y lugar en donde éstos 
ocurren. En caso de solicitar medidas urgentes, deberá expresar las razones por las 
que considere necesarias dichas medidas;
III. La descripción de la actividad que realiza como persona defensora de derechos 
humanos o periodista, y
IV. Manifestación de la Persona Peticionaria de no ser Beneficiaria de otro mecanis-
mo de protección, o bien, que desea renunciar a aquél, para solicitar éste.
Las solicitudes que no se presenten por escrito se deberán formalizar de esa mane-
ra en un plazo no mayor a ocho días hábiles a partir de su presentación, salvo que 
exista causa grave.

Artículo 54.- La solicitud deberá ser presentada directamente por el potencial Benefi-
ciario. Cuando se vea impedido por causa grave podrá presentarla, con el carácter 
de Peticionario, un tercero en nombre de aquél. Una vez que desaparezca el impe-
dimento, el Beneficiario deberá otorgar su consentimiento.
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Artículo 55.- Todas las autoridades del Mecanismo que, a través de un potencial be-
neficiario, tengan conocimiento de hechos que pudieran ser motivo de atención, 
conforme a la Ley y este reglamento, deberán hacerlo del conocimiento, de manera 
inmediata, de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida.
La Coordinación Ejecutiva Nacional proporcionará los medios para que las solici-
tudes recibidas se canalicen ágilmente.

Artículo 56.- Cuando no medie solicitud, si una entidad conoce de una situación de 
riesgo en la que se encuentra una persona defensora de derechos humanos o un pe-
riodista, deberá hacer de su conocimiento a la Unidad de Recepción de Casos y Re-
acción Rápida para que se realicen las diligencias necesarias, a fin de contactar a la 
persona y, en caso de que se otorgue el consentimiento, se inicie el procedimiento.

TÍTULO QUINTO
DE LAS MEDIDAS

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 57.- Todas las medidas serán analizadas, determinadas, implementadas y eva-
luadas de común acuerdo con el Beneficiario, salvo las excepciones de causa grave 
previstas en la Ley y en este Reglamento.

Artículo 58.- En la toma de decisiones y en la operación del Mecanismo se deberá 
priorizar la protección de la persona en riesgo.

El Mecanismo contemplará el diseño e implementación de un Plan de Protección In-
tegral, que incluya Medidas de Protección y Medidas de Prevención.

CAPÍTULO II
DE LAS MEDIDAS URGENTES DE PROTECCIÓN

Artículo 59.- Las Medidas Urgentes de Protección son aquéllas que, por la gravedad de 
la situación o la inminencia del riesgo, deben aplicarse de manera urgente o inme-
diata para el resguardo de la vida, integridad, libertad o seguridad del Beneficiario.

Artículo 60.- Además de las medidas previstas en el artículo 32 de la Ley, se deberán 
considerar todas aquellas medidas necesarias para salvaguardar la vida, seguridad y 
libertad del Beneficiario de acuerdo al estudio de evaluación de acción inmediata y 
a las herramientas previstas en los Protocolos previstos en la fracción III del artículo 
8 de la misma Ley.
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Artículo 61.- En caso de duda sobre la oportunidad de otorgar medidas de protección 
o medidas urgentes de protección, las autoridades competentes deberán optar por 
el otorgamiento de las urgentes.

Artículo 62.- Las Medidas Urgentes de Protección serán temporales y se determinará 
su duración a partir de los resultados que arroje el estudio de evaluación de acción 
inmediata. Las medidas estarán vigentes hasta que la Junta de Gobierno decida 
sobre las mismas, salvo que se acredite fehacientemente que resultan innecesarias.
En la determinación de la temporalidad, las autoridades estarán obligadas a preve-
nir que el Beneficiario no quede desprotegido en ningún momento.

CAPÍTULO III
DE LAS MEDIDAS PREVENTIVAS Y DE PROTECCIÓN

Artículo 63.- Las Medidas Preventivas son el conjunto de acciones y medios cuya im-
plementación permite anticiparse, a fin de evitar la consumación de las agresiones.

Artículo 64.- Pueden ser Medidas Preventivas las siguientes:
I.     Instructivos y Manuales;
II.     Cursos de autoprotección, tanto individuales como colectivos;
III.    Acompañamiento de observadores de derechos humanos y periodistas;
IV.   Las demás que sean necesarias para evitar cualquier tipo de afectación a la in-
tegridad del Beneficiario.

Artículo 65.- Las Medidas de Protección son aquéllas mediante las cuales se enfrenta 
el riesgo y se protegen los derechos a la vida, integridad, libertad y seguridad del 
beneficiario.

Artículo 66.- Pueden ser medidas de protección las siguientes:
I.     Entrega de equipo celular, radio o telefonía satelital;
II.     Seguridad de inmuebles e instalación de sistemas de seguridad;
III.    Vigilancia a través de patrullajes;
IV.   Chalecos antibalas, detector de metales, autos blindados y otros medios físicos 
de protección;
V.    Resguardo del Beneficiario y, en su caso, los medios necesarios para su subsis-
tencia durante la implementación de la medida;
VI.   Servicios relacionados con cuestiones de logística y operación, y
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VII.   Las demás que sean necesarias para evitar cualquier tipo de afectación a la 
integridad del Beneficiario.

Artículo 67.- Las Medidas Preventivas y de Protección serán temporales y se deter-
minará su duración a partir de los resultados del estudio de evaluación de riesgo; 
periódicamente se revisará su procedencia.
La temporalidad de las Medidas Preventivas y de Protección está sujeta a modi-
ficación. El órgano competente para determinar el aumento o disminución de la 
duración de las medidas es la Junta de Gobierno.

CAPÍTULO IV
DE LAS MEDIDAS DE PREVENCIÓN

Artículo 68.- Pueden ser Medidas de Prevención dirigidas a reducir los factores de ries-
go que favorecen las agresiones, así como a combatir las causas que las producen y 
generar garantías de no repetición, las siguientes:
I.     Difusión a nivel federal, estatal y municipal del Mecanismo y las obligaciones 
de las autoridades con las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas 
en cuanto a su protección;
II.     Cursos de capacitación dirigidos a los funcionarios de las entidades federativas 
sobre derechos humanos y periodistas, respecto de la Ley, el Reglamento, evalua-
ción de riesgo, y demás documentos derivados del Mecanismo;
III.    Difusión de las declaraciones públicas de los funcionarios sobre la importancia 
del trabajo de las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, crite-
rios nacionales e internacionales en la materia, así como otros documentos afines;
IV.   Creación de consciencia pública de la importancia del trabajo de las Personas 
Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, así como de los instrumentos in-
ternacionales relevantes sobre el derecho y la responsabilidad de los individuos, 
grupos y órganos de la sociedad de promover y proteger los derechos humanos y 
las libertades fundamentales reconocidos universalmente, y
V.    Recabar, analizar y publicar los datos relativos a las agresiones que sufren los 
beneficiarios.

Artículo 69.- El diseño y la aplicación de las Medidas de Prevención corresponden a 
las autoridades federales y a las entidades federativas, en el ámbito de sus compe-
tencias. En los convenios de cooperación se promoverá la existencia de unidades 
auxiliares encargadas de la promoción de políticas públicas en la materia.
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Artículo 70.- Las Medidas de Prevención incentivarán la elaboración de sistemas de 
alerta temprana y planes de contingencia, con la finalidad de evitar potenciales 
agresiones a las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. Corres-
ponde a la Federación y a las entidades federativas, en el ámbito de su competencia, 
diseñar y elaborar los planes correspondientes, en términos del artículo 41 de la 
Ley. Para estos efectos, contarán con la colaboración de la Coordinación Ejecutiva 
Nacional, a través de la Unidad de Prevención, Seguimiento y Análisis.

Artículo 71.- La base de datos a que se refiere el artículo 23 de la Ley, estará a cargo 
de la Unidad de Prevención, Seguimiento y Análisis. Dicha base deberá contener:
I. El número de solicitudes presentadas;
II.  El número de solicitudes aceptadas;
III. El número de solicitudes desechadas;
IV. Las Medidas de Prevención, Preventivas, de Protección y Urgentes de Protec-
ción otorgadas;
V. La eficacia de las medidas;
VI. La identificación de patrones de agresiones;
VII. La distribución geográfica de los patrones de agresión;
VIII. El aumento o disminución de la agresión, y
IX.   Identificación de los agresores.
La base de datos no contendrá información confidencial, reservada o datos personales.

Artículo 72.- La Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas 
competencias y de conformidad con los convenios de cooperación que al efecto se 
suscriban, promoverán el reconocimiento público y social de la labor de las Perso-
nas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas como actores fundamentales 
en la consolidación del Estado democrático de derecho.
En las campañas, medios de difusión, publicaciones y demás acciones de promoción 
de la labor de las personas defensoras de derechos humanos y periodistas que pro-
mueva el Mecanismo, se deberá tomar en cuenta la opinión del Consejo Consultivo.

Artículo 73.- La Federación y las entidades federativas, a través de sus autoridades 
competentes, deberán investigar dentro de un plazo razonable y, en su caso, sancio-
nar las agresiones que agravian al Peticionario o Beneficiario. Dicha investigación 
deberá conducirse de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables, los 
convenios de cooperación, y los estándares internacionales de derechos humanos.

Artículo 74.- La Federación promoverá, a propuesta de la Junta de Gobierno, las po-
líticas públicas y reformas o adiciones legislativas necesarias para mejorar la situa-
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ción de las personas defensoras de derechos humanos y periodistas, conforme a la 
normatividad aplicable.

TÍTULO SEXTO
DEL PROCEDIMIENTO

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES AL PROCEDIMIENTO

Artículo 75.- Cuando cualquier órgano del Mecanismo tome cualquier determinación 
deberá de comunicársela al Beneficiario o Peticionario o de ser el caso a su repre-
sentante, en la medida en que éste tenga interés en dicha determinación. La comu-
nicación se realizará mediante el formato establecido para tales efectos.
De igual forma, deberán comunicar las determinaciones a las autoridades federales 
o de las entidades federativas que participen en la implementación de Medidas de 
Prevención, Medidas Preventivas y Medidas Urgentes de Protección.

Artículo 76.- En el primer contacto, y una vez realizado el estudio de evaluación de 
riesgo con posterioridad a la implementación de las medidas, el servidor público 
de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida hará saber al Beneficiario 
o Peticionario o a su representante, el derecho con que cuenta para presentar la 
denuncia o querella por los hechos posiblemente constitutivos de delito.

Artículo 77.- La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida auxiliará al Benefi-
ciario o Peticionario o en su caso, a su representante, si así lo requiere, para la pre-
sentación de la denuncia o querella correspondiente, brindándole el asesoramiento 
necesario y oportuno para tal fin.

CAPÍTULO II
DE LA DETERMINACIÓN DEL PROCEDIMIENTO

Artículo 78.- La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida determinará, en su 
evaluación preliminar, si el Beneficiario o Peticionario o las personas previstas por 
el artículo 24 de la Ley, se encuentran en situación de riesgo inminente. De ser el 
caso, determinará el inicio del procedimiento extraordinario.
En todos los demás casos, serán aplicables las disposiciones del procedimiento ordinario.

Artículo 79.- El titular de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida deter-
minará el procedimiento correspondiente con base en los protocolos aprobados 
por la Junta de Gobierno.
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Artículo 80.- Para determinar si el Beneficiario o Peticionario se encuentra en situa-
ción de riesgo inminente, se atenderá a la definición prevista en este Reglamento.

Artículo 81.- Para la determinación de las medidas urgentes de protección, el titular 
de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida consultará a los represen-
tantes de la Procuraduría General de la República y de la Secretaría de Seguridad 
Pública en dicha Unidad.

CAPÍTULO III
DEL PROCEDIMIENTO EXTRAORDINARIO

Artículo 82.- El procedimiento extraordinario es aquél tendiente al otorgamiento de Me-
didas Urgentes de Protección, para eliminar o acortar inmediatamente la afectación a 
la libertad, la agresión inminente a la vida o integridad del Peticionario o Beneficiario.

Artículo 83.- La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida deberá realizar un 
estudio de evaluación de acción inmediata, a fin de determinar el nivel y carácter 
del riesgo, las medidas y si el potencial Beneficiario o Peticionario es defensor de 
derechos humanos o periodista.
Dicho estudio se efectuará dentro de las primeras tres horas contadas a partir de la 
recepción de la solicitud, con anterioridad a la determinación de las Medidas Ur-
gentes de Protección.

Artículo 84.- Para la elaboración del estudio de evaluación de acción inmediata, la 
Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida tomará en cuenta lo siguiente:
I.  Antecedentes;
II. Hechos que conforman la agresión;
III. Actividad del potencial Beneficiario o Peticionario, sea como defensor de dere-
chos humanos o como periodista;
IV. El lugar de ejercicio de la actividad del potencial Beneficiario o Peticionario, y
V. Contexto en el que se desarrolla.

Artículo 85.- El estudio de evaluación de acción inmediata determinará:
I. Situación general de riesgo;
II. Las Medidas Urgentes de Protección a implementar, en tanto se lleve a cabo el 
estudio de evaluación de riesgo ordinario;
III. La temporalidad de las Medias Urgentes de Protección, y
IV. La autoridad responsable de implementarlas.
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Artículo 86.- La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida deberá considerar 
los principios de idoneidad, pertinencia, eficacia y oportunidad en la determinación 
y emisión de las medidas.

Artículo 87.- Una vez emitidas las Medidas Urgentes de Protección, la Unidad de Re-
cepción de Casos y Reacción Rápida deberá ordenar la implementación de las me-
didas urgentes de protección o solicitar la ejecución inmediata, la cual no podrá 
exceder de nueve horas, a partir de la emisión de las medidas.
La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida podrá auxiliarse, para la im-
plementación y ejecución de las medidas, de las autoridades federales o de las enti-
dades federativas, con arreglo a los convenios de cooperación celebrados.
La implementación de las Medidas Urgentes de Protección podrá efectuarse, con-
junta o separadamente por la Secretaría de Gobernación, la Secretaría de Seguridad 
Pública o cualquier otra dependencia de la administración pública, con bienes o 
servicios que se encuentren a su disposición. De no contar en ese momento con los 
bienes o servicios necesarios para atender la situación de riesgo, la Coordinación 
Ejecutiva Nacional podrá adquirirlos o contratarlos con cargo al Fondo y deberá 
informar dentro de los dos días hábiles siguientes dicha situación a la Junta de Go-
bierno, quien en su siguiente sesión discutirá la conveniencia de ratificar tales actos.

Artículo 88.- Una vez otorgadas las Medidas Urgentes de Protección al Beneficiario 
o Peticionario, se remitirá a la Unidad de Evaluación de Riesgos el expediente del 
caso para el inicio del procedimiento ordinario.

Artículo 89.- En el documento mediante el cual se otorguen las medidas establecidas 
en la Ley y en este Reglamento, el Beneficiario o Peticionario firmará de conformi-
dad que se hacen de su conocimiento los supuestos de uso indebido de las mismas.

CAPÍTULO IV
DEL PROCEDIMIENTO ORDINARIO

Artículo 90.- El procedimiento ordinario es aquél tendiente al otorgamiento de Medi-
das Preventivas o de Protección, a fin de disminuir el nivel de riesgo del Peticionario 
o Beneficiario.
El Estudio de Evaluación de Riesgo se elaborará con la participación y opinión de 
la persona beneficiaria.

Artículo 91.- Cuando la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida considere 
en su evaluación preliminar que el caso no es de alto riesgo, iniciará el procedimien-
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to ordinario y deberá remitir la solicitud inmediatamente a la Unidad de Evaluación 
de Riesgos, para que elabore el estudio de evaluación de riesgo, con la finalidad de 
determinar el nivel de riesgo, el Beneficiario o Peticionario y medidas a otorgar.
El estudio de evaluación de riesgo deberá elaborarse en un plazo no mayor a diez 
días naturales a partir de la recepción de la solicitud o de la remisión del expediente 
por parte de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida.

Artículo 92.- Para la elaboración del estudio de evaluación de riesgo, el cual deberá 
realizarse conforme a las mejores metodologías, estándares internacionales y bue-
nas prácticas, la Unidad de Evaluación de Riesgos tomará en cuenta:
I.     Antecedentes;
II.     Análisis de los hechos que conforman la agresión;
III.    Análisis de la actividad del Peticionario o Beneficiario, sea como defensor de 
derechos humanos o como periodista, y
IV.   Análisis del contexto en el que desarrolla su actividad profesional el Peticiona-
rio o Beneficiario.
El estudio de evaluación de riesgo analizará el nivel de riesgo, la vulnerabilidad, así 
como los riesgos detectados, y podrá emitir conclusiones y recomendaciones.

Artículo 93.- Una vez que la Unidad de Evaluación de Riesgos defina las medidas 
propuestas, la Junta de Gobierno, en su siguiente sesión, determinará, decretará, 
evaluará, suspenderá y en su caso, modificará las medidas.
Para ello, considerará los principios de idoneidad, pertinencia, eficacia y oportunidad.

Artículo 94.- Una vez determinadas las Medidas Preventivas y de Protección por la 
Junta de Gobierno, la Coordinación Ejecutiva Nacional deberá comunicarlas a las 
autoridades competentes de su implementación y ejecución en un plazo no mayor 
a setenta y dos horas, y se asegurará que las medidas sean implementadas en un 
plazo no mayor a treinta días naturales.
La Junta de Gobierno, a través de la Coordinación, solicitará a la Secretaría de Gober-
nación, a la Secretaría de Seguridad Pública Federal, o a cualquier otra dependencia 
de la administración pública, la implementación de las medidas de protección.

La Secretaría de Gobernación o cualquier otra dependencia de la administración pú-
blica podrán implementar dichas medidas con bienes o servicios que se encuentren 
a su disposición. De no contar en ese momento con los bienes o servicios necesarios 
para atender la situación de riesgo, las autoridades encargadas de su implementación 
deberán solicitar su adquisición o contratación a la Coordinación Ejecutiva Nacional 
para que se proceda conforme a lo previsto en el presente reglamento.
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Artículo 95.- En el documento mediante el cual se otorguen al Beneficiario o Peticio-
nario las medidas establecidas en la Ley y en este Reglamento, firmará de conformi-
dad que se hacen de su conocimiento los supuestos de uso indebido de las mismas.

CAPÍTULO V
DE LA EVALUACIÓN, REVISIÓN Y MODIFICACIÓN DE LAS MEDIDAS

Artículo 96.- El Beneficiario o Peticionario podrá solicitar la revisión de las Medidas 
Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección.
La solicitud de revisión se podrá hacer extensiva al estudio de evaluación de riesgo 
o al estudio de evaluación de acción inmediata.

Artículo 97.- La solicitud se presentará a la Junta de Gobierno a través de la Coordina-
ción Ejecutiva Nacional, la cual presentará una propuesta de continuidad, modifi-
cación, ampliación o disminución de las medidas.

Artículo 98.- Las Medidas Preventivas, las Medidas de Protección y las Medidas Ur-
gentes de Protección otorgadas podrán ser modificadas, ampliadas o disminuidas a 
partir de los resultados de las revisiones periódicas.
Las medidas serán modificadas cuando las que se apliquen no sean las adecuadas 
para proteger la vida, integridad, libertad y seguridad del Beneficiario o Peticionario.
Las medidas serán ampliadas cuando se determine que no han sido suficientes o no 
bastan para proteger la vida, integridad, libertad y seguridad del Beneficiario.
Las medidas serán disminuidas, cuando el impacto de la medida implementada 
haya logrado reducir el riesgo, sin que este haya desaparecido. Su disminución no 
deberá favorecer un nuevo aumento del riesgo.

Artículo 99.- Corresponde a la Unidad de Evaluación de Riesgos dar seguimiento pe-
riódico a las medidas otorgadas, conforme a los resultados del estudio de evalua-
ción de riesgo, y presentar oportunamente a la Junta de Gobierno la propuesta de 
modificación. Para dicha propuesta, la Unidad deberá tomar en consideración los 
requerimientos del Beneficiario y se allegará de toda la información necesaria.

CAPÍTULO VI
DE LA TERMINACIÓN DE LAS MEDIDAS

Artículo 100.- Las medidas podrán darse por terminadas cuando así lo solicite el Be-
neficiario o Peticionario o lo determine la Junta de Gobierno.
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Artículo 101.- Las medidas podrán darse por terminadas en cualquier momento cuan-
do así lo exprese el Beneficiario o Peticionario, para ello, se requerirá que lo haga 
constar por escrito. En caso de que el riesgo no haya cesado, deberá manifestar que 
conoce dicha situación, pero que es su voluntad la terminación de las medidas.
La terminación en este caso deberá ser confirmada por la Junta de Gobierno en su 
siguiente sesión o en sesión extraordinaria que se convoque para tal efecto.
Corresponde a la Coordinación Ejecutiva Nacional canalizar a la Junta de Gobierno 
de manera inmediata toda petición de terminación de las medidas por parte algún 
Beneficiario o Peticionario. 
La resolución que dé por terminadas las medidas no impide al Beneficiario o Peti-
cionario solicitarlas nuevamente.

Artículo 102.- La Junta de Gobierno podrá dar por terminadas las medidas cuando se 
constate, mediante la actualización del estudio de evaluación de riesgo, que el nivel 
de riesgo ha disminuido a tal grado que ya no son necesarias para la protección de 
la vida, integridad, libertad y seguridad del Beneficiario o Peticionario.
 La Unidad de Evaluación de Riesgos será responsable de llevar a cabo el estudio 
correspondiente y presentar la propuesta a la Junta de Gobierno.
Para la toma de esta decisión la Junta de Gobierno requerirá que el Beneficiario o Peti-
cionario esté presente en la sesión. Para decretar la terminación de medidas será nece-
sario el voto de dos terceras partes de los miembros presentes de la Junta de Gobierno.
Si no existen suficientes evidencias o hay duda de que el riesgo persista, la Junta de 
Gobierno deberá decidir en favor de la continuidad provisional de las medidas, en 
tanto la Unidad de Evaluación de Riesgos aporta nuevos elementos.

Artículo 103.- Las medidas otorgadas podrán retirarse cuando el Beneficiario o Peti-
cionario haga uso indebido de las mismas de manera deliberada y reiterada o que 
agraven el riesgo en que se encuentra. Esta decisión recaerá en la Junta de Gobierno.
Antes de dar por terminadas las medidas, la Unidad de Evaluación de Riesgos debe-
rá apercibir al Beneficiario o Peticionario de la situación de irregularidad detectada 
y deberá escuchar las explicaciones del Beneficiario o Peticionario. Sólo se darán 
por terminadas de manera definitiva cuando se repita el uso indebido de las medi-
das después de este apercibimiento.

Artículo 104.- Las Medidas de Protección se pueden suspender a solicitud del Bene-
ficiario o Peticionario, por cambio de residencia, por viajes o estancias en el ex-
tranjero, entre otras circunstancias, para lo cual deberá notificar por escrito a la 
Coordinación Ejecutiva Nacional, con al menos cinco días hábiles de anticipación 
las razones por las que solicita la suspensión.
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Las medidas se implementarán al regreso de la persona beneficiaria o peticionaria, 
previa comunicación a la Coordinación Ejecutiva Nacional de la fecha y hora de su 
regreso. La suspensión por este motivo, con acuerdo de la persona beneficiaria, no 
requiere de decisión de la Junta de Gobierno.

Artículo 105.- La notificación de la resolución que modifique, termine o suspenda 
las medidas Preventivas, las Medidas de Protección y las Medidas Urgentes de Pro-
tección, se realizará durante el día hábil siguiente de su emisión a las autoridades 
federales o de las entidades federativas que participen en su implementación, para 
lo cual podrán utilizarse medios electrónicos.

CAPÍTULO VII
DE LAS INCONFORMIDADES

Artículo 106.- Para que una inconformidad sea admisible, además de los requisitos 
establecidos en el artículo 55 de la Ley, deberá ser suscrita por el propio Peticionario 
o Beneficiario y presentarse ante la Secretaría Ejecutiva de la Junta de Gobierno

.
Artículo 107.- La inconformidad deberá ser presentada en un plazo de treinta días 

naturales contados a partir de que se tenga conocimiento del acto por el cual se 
está inconformando, a partir de la notificación del acuerdo impugnado, o de que el 
Peticionario o Beneficiario hubiese sabido sobre la resolución definitiva de la auto-
ridad acerca del cumplimiento de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección 
y Medidas Urgentes de Protección.

Artículo 108.- La inconformidad procede en contra de:
I.     Las resoluciones de la Junta de Gobierno, de la Coordinación Ejecutiva Nacio-
nal y de las unidades auxiliares, respecto de la imposición o negación de las Medidas 
Preventivas y de las Medidas de Protección;
II.     El deficiente o insatisfactorio cumplimiento de las Medidas Preventivas, Me-
didas de Protección o Medidas Urgentes de Protección, por parte las autoridades 
encargadas de su implementación y ejecución, y
III.    El rechazo de las decisiones de la Junta de Gobierno, por parte de las autorida-
des encargadas de la implementación de Medidas Preventivas, Medidas de Protec-
ción o Medidas Urgentes de Protección otorgadas al Beneficiario.

Artículo 109.- La inconformidad del procedimiento ordinario deberá resolverse en 
la siguiente sesión de la Junta de Gobierno. Para dar respuesta a la inconformidad 
planteada, la Junta de Gobierno, a través del Coordinador Ejecutivo Nacional, soli-
citará a la Unidad de Evaluación de Riesgos, un nuevo estudio.
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Cuando la Unidad de Evaluación de Riesgos elabore el nuevo estudio de evalua-
ción de riesgo solicitado por la Junta de Gobierno, éste será remitido a la Coordi-
nación Ejecutiva Nacional, la que realizará un dictamen que será sometido para su 
votación a la Junta de Gobierno.

 Cuando el objeto de la inconformidad sea por una resolución de la Junta de 
Gobierno, la Coordinación Ejecutiva Nacional elaborará un proyecto de nuevo dic-
tamen que será puesto a consideración de la Junta de Gobierno, el cual tendrá que 
ser votado por las dos terceras partes de los miembros presentes en la sesión, y cuyo 
resultado será definitivo.

Cuando el objeto de inconformidad sea en contra de resoluciones de la Coordi-
nación Ejecutiva Nacional o de las Unidades auxiliares, resolverá directamente la 
Junta de Gobierno.

Cuando el objeto de la inconformidad sea por el deficiente o insatisfactorio cum-
plimiento de las medidas, la Junta de Gobierno solicitará a la Unidad de Evaluación 
de Riesgos elaborar un dictamen tomando en cuenta la opinión del Beneficiario o 
Peticionario, el cual se remitirá a la Junta de Gobierno para su resolución.

En el caso de que la inconformidad se deba al rechazo de las decisiones de la Jun-
ta de Gobierno, por parte de las autoridades encargadas de la implementación de 
las medidas, la Coordinación Ejecutiva Nacional exhortará a las autoridades respec-
tivas a su cumplimiento y garantizará la protección del beneficiario, señalando las 
sanciones que establece la Ley, y deberá garantizar la protección del Beneficiario.

De persistir la inconformidad, el Consejo Consultivo comisionará un estudio de 
evaluación de riesgo independiente, que será remitido a la Coordinación Ejecutiva 
Nacional quién elaborará un nuevo dictamen que será sometido a la Junta de Go-
bierno, debiendo ser aprobado por dos terceras partes de los miembros presentes, 
y cuyo resultado será definitivo.

Artículo 110.- En el caso del procedimiento extraordinario, la inconformidad se pre-
sentará ante la Coordinación Ejecutiva Nacional, quien deberá resolver la inconfor-
midad en un plazo máximo de doce horas.
Se deberá informar de dicha inconformidad a la Junta de Gobierno y al Consejo 
Consultivo.

Artículo 111.- La interposición de la inconformidad debe ser hecha por el Peticionario 
o Beneficiario, ya sea de manera verbal, escrita o a través de cualquier medio acor-
dado, en el plazo establecido en la Ley y este Reglamento.

Artículo 112.- La inconformidad deberá ser presentada en un plazo de hasta diez días 
naturales contados a partir de que se tenga conocimiento del acto por el cual se está 
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inconformando, a partir de la notificación del acuerdo impugnado, o de que el Peti-
cionario o Beneficiario hubiese sabido sobre la resolución definitiva de la autoridad 
acerca del cumplimiento de las Medidas Urgentes de Protección.

Artículo 113.- La inconformidad procede en contra de:
I. Resoluciones de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida relaciona-
das con el acceso al procedimiento extraordinario o la imposición o negación de las 
medidas urgentes de protección;
II. El deficiente o insatisfactorio cumplimiento de las Medidas Urgentes de Protec-
ción, y
III. El rechazo de manera expresa o tácita, de las decisiones de la Unidad de Recepción 
de Casos y Reacción Rápida, relacionadas con las medidas urgentes de protección.

Artículo 114.- La inconformidad deberá presentarse ante la Coordinación Ejecutiva 
Nacional quien tendrá que resolver en un plazo máximo de doce horas.

TRANSITORIOS

Primero.- El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo.- Las normas y demás disposiciones administrativas que se encuentren vi-
gentes antes de la publicación del presente Reglamento, continuarán aplicándose 
en lo que no se opongan a lo previsto en el mismo.

Tercero.- Las personas defensoras de derechos humanos y los periodistas que actual-
mente sean beneficiarios de algún otro mecanismo o sistema que le otorgue me-
didas por parte de las autoridades, continuarán recibiendo dicha protección. En el 
caso de que éstas opten por renunciar a aquél, para incorporarse a este Mecanismo, 
se garantizará en todo momento la no suspensión de medidas.

Cuarto.- Los manuales y protocolos deberán de ser aprobados por la Junta de Go-
bierno a más tardar a los dos meses a partir de la entrada en vigor del presente 
Reglamento.

Quinto.- Una vez instalado el primer Consejo Consultivo y en el término de dos me-
ses, dicho órgano elaborará su guía de procedimientos.

Sexto.- Los convenios de cooperación con las entidades federativas celebrados con 
anterioridad a la expedición del presente Reglamento, continuarán vigentes.

 Séptimo.- Las erogaciones que se generen con motivo de la entrada en vigor del 
presente Reglamento deberán cubrirse con cargo al presupuesto aprobado a las 
Secretarías de Gobernación, de Relaciones Exteriores, de Seguridad Pública y a la 
Procuraduría General de la República, por lo que no requerirán de ampliaciones 
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presupuestales adicionales y no se incrementarán sus presupuestos regularizables 
para el presente ejercicio fiscal y los subsecuentes. Cualquier modificación a su es-
tructura orgánica se realizará mediante movimientos compensados conforme a las 
disposiciones aplicables.
Dado en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito 
Federal, a veintinueve de noviembre de dos mil doce.- Felipe de Jesús Calderón 
Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré Ro-
mero.- Rúbrica.- La Secretaria de Relaciones Exteriores, Patricia Espinosa Cante-
llano.- Rúbrica.- El Secretario de Seguridad Pública, Genaro García Luna.- Rúbrica.






